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RESUMEN 

El presente proyecto de investigación tiene como objetivo fundamental 

determinar como la falta de conocimiento de la normativa vigente por parte del 

adulto mayor afecta la vulneración  de derechos constitucionales que garantizan 

su buen vivir, con base en el derecho reconocido en la Constitución de la 

República del Ecuador que garantiza que las personas adultas mayores gocen 

de derechos como acceso gratuito a la salud, medicinas, derecho a un trabajo 

remunerado y principalmente el derecho a la alimentación, que les permita 

desarrollarse en un ambiente adecuado de acuerdo a sus necesidades, como 

parte de los grupos de atención prioritaria. 

La presente investigación es desarrolladla bajo la línea de investigación de retos, 

perspectivas y perfeccionamiento jurídico de las ciencias jurídicas en el Ecuador. 

El ordenamiento jurídico Ecuatoriano, presupuestos históricos, teóricos, 

filosóficos y constitucionales, además se utilizaron varios métodos que 

permitieron obtener información importante para el desarrollo de este proyecto, 

entre ellos están: Histórico-Lógico; Inductivo-Deductivo y Analítico-Sintético, 

también se procedió a realizar encuestas a las personas adultas mayores que 

conforman el centro de atención y cuidado Adulto Mayor “Caranqui” y entrevistas 

a los profesionales del derecho que concurren o transitan por los alrededores y 

en las instalaciones de la Función Judicial; una vez analizados los datos se 

concluye que existe un amplio desconocimiento por parte de adulto mayor para 

exigir el derecho de alimentos,  

Entonces, el análisis jurídico planteado como propuesta de solución informa 

sobre los derechos del adulto mayor, principalmente el derecho de alimentos, el 

cual favorecerá a la aplicación del mismo.  

 

 

   



ABSTRACT 

The main objective of this research project is to determine how the lack of 

knowledge of current regulations from the older adults affects the violation of 

constitutional rights that guarantee their good living, based on the right 

recognized in the Constitution of the Republic of Ecuador which guarantees that 

older adults enjoy rights such as free access to health, medicines, the right to a 

paid job and mainly the right to food, which allows them to develop in an 

appropriate environment according to their needs, as part of the priority attention 

groups. 

The present investigation is developed under the research line of challenges, 

perspectives and legal perfection of the legal sciences in Ecuador. The 

Ecuadorian legal system, historical, theoretical, philosophical and constitutional 

specifications, also it has been used several methods that allowed to obtain 

important information for the development of this project, among them are: 

Historical-Logical; Inductive-Deductive and Analytical-Synthetic, it has also been 

proceeded to carry out surveys to the older adults that make up the adult care 

and care center "Caranqui" and interviews to legal professionals who attend or 

transit around and in the facilities of the Judicial Function; once analyzed the data 

it is concluded that there is a wide ignorance from older adult to demand the right 

of food, 

Then, the legal analysis proposed as a solution proposal informs about the rights 

of the elderly, mainly the right to food, which will favor the application of the same. 
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INTRODUCCIÓN 

Antecedentes de la investigación  

En la población el aumento de la esperanza de vida se sitúa por encima de los 

70 años en países que tienen un alto nivel de bienestar, esto gracias a los 

avances de la tecnología curativa, así como también preventiva de varias 

enfermedades existentes, dando la posibilidad de llegar a la tercera edad y tener 

una vejez apropiada. No obstante, estos avances se ven opacados si la calidad 

de vida que llevan estas personas no cumple ciertos principios, siendo no 

adecuada.  

Es por esto que en 1991 la Asamblea General de las Naciones Unidas adoptó 

una resolución que describe los principios de las Naciones Unidas a favor de las 

personas adultas mayores, encontrándose inmerso dentro del primer principio 

que es el de independencia, el tener acceso a la alimentación, esto con la 

finalidad de que los países afiliados los incorporen en sus programas nacionales 

de salud. El derecho a la alimentación se reconoció desde la Declaración 

Universal de Derechos Humanos de 1948 como parte del derecho a un nivel de 

vida adecuado, así también se consagro en el Pacto Internacional de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales de 1966.   

Existen elementos relacionados con el envejecimiento que se asocian con una 

malnutrición y preferentemente con una desnutrición. Entre ellos se destaca la 

mayor labilidad emocional en los viejos, así como también la ingesta exagerada. 

También se encuentra disminuida la sensación del gusto y del olfato, por lo que 

existe menor posibilidad de diferenciar sabores. Las papilas gustativas más 

afectadas son las de la parte anterior de la lengua, encargadas de diferenciar 

gustos dulces y salados. Por otra parte, los adultos mayores presentan una 

menor acidez gástrica, un retardo en el vaciamiento intestinal y una movilidad 

intestinal disminuida, además de las interferencias propias de la ingesta de 

diversos medicamentos a la vez. 
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Ecuador fue uno de los primeros países de la región en desarrollar una Ley 

específica a favor de las personas de la tercera edad, la misma es: Ley Especial 

del Anciano No. 127 del 6 de noviembre de 1991, la cual es un instrumento 

jurídico que busca tutelar diversos aspectos que se refieren y tiene que ver con 

los adultos mayores. La Ley antes mencionada en su su artículo 2 dice:  

El objetivo fundamental de esta Ley es garantizar el derecho a un nivel de vida 

que asegure la salud corporal y psicológica, la alimentación, el vestido, la 

vivienda, la asistencia médica, la atención geriátrica y gerontológico integral y los 

servicios sociales necesarios para una existencia útil y decorosa. (anciano, 2006, 

pág. 3) 

Es decir, corresponde al Estado garantizar una vida digna e integral en todos los 

aspectos para los adultos mayores, en Ecuador esta responsabilidad está a 

cargo del Ministerio de Bienestar Social, y esta Ley establece un sinnúmero de 

parámetros y políticas que deberán desarrollarse para tal efecto, actualmente 

llamada Ley Orgánica de Protección Prioritaria de los Derechos de las Personas 

Adultas Mayores reemplazando a la primera. Esto en concordancia con la 

Constitución de la República la cual es garantista de derechos enmarcados como 

primordiales dentro del sistema político y que se relacionan con la vida digna de 

cada persona, además establece que estos derechos son inembargables, 

inalienables e intransferibles siendo de aplicación inmediata.  

El gran problema para el cumplimiento de estos derechos, en cuanto a las 

personas adultas mayores, es que por su condición no pueden muchas veces 

exigir el cumplimiento de estos derechos, siendo de suma importancia el derecho 

a la alimentación y el mismo se ve afectado ya que por su edad disminuyen las 

plazas laborales quedando sin posibilidades de satisfacer sus necesidades 

básicas. 

El Doctor Juan Fernando Gómez en su libro Evaluación de la salud en los 

ancianos dice que:  
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El Ecuador se muestra como un país en plena fase de transición demográfica, 

este fenómeno demuestra que los adultos y adultas mayores al 2010 representan 

el 7% de la población del Ecuador y al 2050 representara el 18 % de la población. 

El envejecimiento poblacional es uno de los fenómenos de mayor impacto de 

nuestra época, lo que ocasiona un aumento de personas de 65 y más años de 

edad y el aumento de los índices de enfermedades. El envejecer bien es ideal 

para todos, pero una vejez positiva solamente puede ser el resultado de una vida 

enmarcada en los parámetros que encierra el bienestar social. (Gómez, 2012, 

pág. 21) 

Uno de los parámetros para poder tener una vejez positiva, es conocer acerca 

de los derechos y servicios a los que una persona adulta mayor puede acceder 

y beneficiarse, siendo sumamente necesario socializar acerca de los mismos por 

cuanto por desconocimiento no se efectiviza el cumplimiento del derecho a la 

vida digna de este grupo de atención prioritaria.  

El Ministerio de Inclusión Económica y Social (MIES) en la Agenda de igualdad 

para Adultos Mayores 2012 – 2013 manifiesta acera del derecho a la vida digna 

de los adultos mayores lo siguiente: “En su gran mayoría, las personas adultas 

mayores no conocen o tienen acceso limitado a programas del Estado, por lo 

que se promueve el desarrollo de nuevas estrategias para la atención de sus 

necesidades de salud, trabajo, cuidados, protección social y convivencia 

intergeneracional, entre otras.” (MIES, 2012-2013, pág. 11). El desarrollo y la 

vida del ser humano se desenvuelven a través de sucesivas etapas que tienen 

características muy especiales. Cada una de ellas se funde gradualmente en la 

etapa siguiente. Las etapas del desarrollo humano corresponden al ciclo de vida, 

comprendido desde la concepción hasta la muerte.  

Revisado el repositorio digital de UNIANDES no existen trabajos de investigación 

que aborden este tema de trascendental importancia por cuánto realizaré un 

análisis jurídico acerca del derecho a la alimentación del adulto mayor en la 

legislación ecuatoriana.   
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Situación problémica 

Actualmente la Constitución de la República del Ecuador incluye a las personas 

adultas mayores en los grupos de atención prioritaria, lo que trae consigo 

responsabilidades para que se dé cumplimiento a los derechos que estos tienen, 

mismos que son vulnerados por factores de desconocimiento principalmente, ya 

que no saben que pueden exigir alimentos a sus descendientes. Además, la 

constitución es el principal cuerpo legal que rige sobre el Estado Ecuatoriano, 

manifestando en su primer artículo que: “El Ecuador al ser un Estado 

Constitucional de Derechos y Justicia, Social, Democrático, Soberano, 

Independiente, Unitario, Intercultural, Plurinacional y Laico.” (Constitución de la 

República del Ecuador, 2008, pág. 1), es decir se debe dar cumplimiento a todos 

los derechos, en este caso a los que tienen los adultos mayores, garantizando 

así una vida digna, en donde se asegure la alimentación y nutrición de este grupo 

de atención prioritaria. 

En el Código Civil se encuentra establecido que se deben alimentos congruos a 

los padres, pero no solamente los hijos están obligados a pasar alimentos a sus 

padres, entonces en el caso de que los adultos mayores no hayan tenido hijos 

pueden también exigir el derecho de alimentos a las personas que establece el 

artículo 349 del cuerpo legal mencionado anteriormente; así también en el 

Código de la Niñez y Adolescencia, en el Título V, del capítulo I en su artículo 4 

establece que los titulares del derecho de alimentos son:  “las personas de 

cualquier edad que padezcan de una discapacidad o sus circunstancias físicas 

o mentales les impida o dificulte procurarse los medios para subsistir por sí 

mismas…” (Código de la Niñez y Adolescencia, 2014, pág. 33), en este caso se 

encuentran inmersos los adultos mayores, pudiendo entonces exigir el derecho 

de alimentos, como mencionamos anteriormente no solo a sus hijos. 
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Problema científico 

¿Cómo afecta el desconocimiento del adulto mayor, para exigir el derecho de 

alimentos en el Ecuador?  

Objeto de la investigación y campo de acción 

Objeto de Investigación  

Derecho de alimentos del adulto mayor 

Campo de acción 

Ley Orgánica de Protección Prioritaria de los Derechos de las Personas Adultas 

Mayores que garantiza el derecho de alimentos para el adulto mayor.  

Identificación de la línea de investigación  

La línea de investigación del presente trabajo es; Retos, Perspectivas y 

Perfeccionamiento de las Ciencias Jurídicas en Ecuador. “El ordenamiento 

jurídico ecuatoriano, presupuestos históricos, teóricos, filosóficos y 

constitucionales.” 

Objetivo general  

Realizar un documento de análisis jurídico sobre la normativa legal vigente a 

favor del adulto mayor respecto al derecho de alimentación, para evitar que 

exista la vulneración de este derecho.   

Objetivos específicos 

ü Fundamentar jurídica y doctrinariamente sobre el abandono del adulto mayor 

y el derecho a la alimentación en base a la Constitución de la Republica, así 

como Tratados Internacionales y normativas conexas referentes a este 

derecho.   
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ü Determinar como la falta de conocimiento por parte del adulto mayor para 

exigir el derecho de alimentos afecta a la vulneración del mismo  

ü Realizar un estudio jurídico sobre la aplicación de la normativa legal vigente 

que garantiza el derecho a la alimentación del adulto mayor. 

Idea a defender 

Con la elaboración del documento de análisis jurídico se determinará cómo la 

falta de conocimiento por parte del adulto mayor acerca de exigir el derecho a la 

alimentación afecta el cumplimiento del mismo.  

Variables de la investigación  

ü Variable independiente  

Análisis Jurídico  

ü Variable dependiente 

Derecho constitucional que garantiza el derecho a la alimentación del adulto 

mayor.  

Breve explicación de la metodología investigativa a emplear  

Para el desarrollo del proyecto de investigación se emplearon los métodos 

histórico y lógico, inductivo, deductivo, analítico, sintético, por medio de los 

cuales se obtendrá información la misma que será cierta y confiable que servirá 

para poder desarrollar la propuesta y con esto dar solución al problema 

planteado. 
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Aporte teórico, significación práctica, y novedad científica. 

ü El aporte teórico 

La presente investigación se desarrollará de manera que se pueda determinar la 

aplicación eficaz del derecho de alimentos para con los adultos mayores, 

acogiéndose en las normas que regulan este derecho regulado por la ley del 

anciano, para así poder evitar la vulneración de este derecho, también servirá 

como fuente de información para aquellas personas que desconozcan acerca de 

este problema de gran importancia y puedan acceder a que se les garantice el 

cumplimiento de este derecho. 

ü La significación práctica 

Al realizar el análisis jurídico se lograra establecer que al no existir una normativa 

legal a favor del adulto mayor se está vulnerando el derecho a la alimentación, 

siendo este universal y se encuentra incluido en la Constitución de la Republica 

actual, y que específicamente al adulto mayor no se le está dando cumplimiento, 

el cual por su edad sufre cambios significativos como problemas físicos, 

psicológicos, sociales, emocionales y de salud entre otros siendo fundamental 

implementar programas especiales de nutrición, razón por la cual es de gran 

importancia ya que aporta criterios que servirán para que no exista la vulneración 

de este derecho.  

ü Novedad científica  

La propuesta del presente trabajo de investigación plantea como novedad 

científica un análisis jurídico en el cual se busca crear una forma de presión ante 

la generación de una normativa legal en la cual el Estado cree políticas 

legislativas e institucionales eficientes, ya que es un asunto complejo que debe 

tratarse con suma profundidad e importancia para así, asegurar la no vulneración 

de este derecho a la alimentación para los adultos mayores. 
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CAPÍTULO I MARCO TEÓRICO 

1.1 Derechos fundamentales del adulto mayor 

1.1.1 Antecedentes del derecho de alimentos del adulto mayor 

En 1991 la Asamblea General de las Naciones Unidas adoptó en una resolución 

que incluye los Principios de las Naciones Unidas en Favor de las Personas de 

Edad para que los países afiliados los incorporen o adapten a sus programas 

nacionales de salud.  Además, la Organización de Naciones Unidas manifiesta 

en base a las necesidades de un adulto mayor que: 

Es importante que las personas de edad cuenten con la suficiente independencia 

sobre cómo y dónde vivir; participen activamente en la sociedad; puedan recibir 

los cuidados y la protección de sus familias y la comunidad; tengan acceso a 

recursos educativos, culturales y recreativos que les permitan su autorrealización 

y así poder enfrentar con dignidad los últimos años de vida. (ONU, 1991, pág. 2) 

Por lo tanto, organizaciones internacionales como la ONU, reconocen como 

fundamental que las personas de edad avanzada reciban los cuidados y 

atenciones necesarias respetando así sus derechos durante sus últimos años de 

vida. 

En Ecuador encontramos una fuerte discriminación y sobre todo limitación 

ocupacional hacia los adultos mayores situándolos en cargos de menor 

productividad y responsabilidad, en muchos de los casos sin responsabilidad, 

vulnerando de esta manera sus derechos debido a su situación. Es de gran 

importancia por lo tanto destacar que el ser humano a lo largo de su vida merece 

una vida digna, y más aún los adultos mayores quienes después de haber 

desarrollado su vida con esfuerzo, dedicación y trabajo para el desarrollo propio 

y de su familia. De este modo este grupo prioritario merece una vejez digna 

dentro del núcleo familiar. 

En la actualidad con la gran transformación e innovación de la Constitución en el 

2008 en donde se hace el reconocimiento de un Estado “Constitucional de 
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Derechos y Justicia”, como lo manifiesta el artículo 1 de la Constitución de la 

República del Ecuador, frente al anterior concepto de Estado social de derechos, 

por lo tanto, con este cambio se pone en manifiesto el establecimiento de 

garantías constitucionales que permiten una aplicación directa e inmediata de 

los Derechos.  

En la Constitución de la República del Ecuador vigente encontramos un 

importante capítulo en donde en la sección primera se reconoce a la personas 

adultas mayores como un grupo de atención prioritaria, estableciendo desde el 

artículo 36 al 38 las responsabilidades, garantías y obligaciones que tiene el 

Estado para reconocer  sus derechos, sin embargo presentan ciertos problemas 

debido al desconocimiento de la ley que los ampara para interponer acciones y 

demandar pensiones alimenticias frente a sus familiares, por lo que se estarían 

vulnerando sus derechos. Este es un hecho que no sucede con las demandas 

alimenticias para niños, niñas y adolescentes, en donde existe mayor 

conocimiento de esta ley además de tener una tabla de valores en la cual se 

basan. 

Como antecedente encontramos que el derecho está vigente, pero no incluye el 

mecanismo que facilite a los jueces determinar las pensiones alimenticias para 

el adulto mayor, este es uno de los argumentos para que la asambleísta Soledad 

Buendía presente el Proyecto de reformas a la Ley del Anciano en octubre del 

2016; en donde presenta la necesidad de que el trato preferencial y especial que 

merecen los adultos mayores se refleje en todos los servicios institucionales, de 

tal manera que los órganos públicos y privados se encarguen de velar por sus 

derechos y se eviten gestiones y trámites de los adultos mayores. 

Además, sostiene que se han realizado múltiples esfuerzos en los últimos años, 

para poder conseguir que por medio de un juez se fije una pensión, luego de 

analizar las pruebas presentadas y lo hará sobre la base de la tabla elaborada 

por el Ministerio de Inclusión Económica y Social en coordinación con el Consejo 

Nacional de Igualdad Intergeneracional. Por lo tanto, se sostiene que esta 

pensión de alimentos en beneficio del adulto mayor o de las personas 
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encargadas de su cuidado, será aplicable siempre que esta condición se 

sustente. 

“Se prevé que el monto total de la pensión se pueda dividir entre los hijos o 

familiares hasta de segundo grado de consanguinidad y dentro de las sanciones 

se habla de que el hijo, hijos o parientes que no cumplan la obligación de prestar 

alimentos por dos o más ocasiones, mientras no cancelen tendrán ciertas 

restricciones”. (Buendia, 2016, pág. 4) 

Esto según artículo recopilado por Ecuador Inmediato sobre lo tratado en la 

Asamblea Nacional en octubre del 2016, el derecho se encuentra vigente pero 

no existe un mecanismo que facilite a los jueces determinar las pensiones, por 

lo que se ve la necesidad de fijar una tabla de pensiones como sucede en las 

demandas alimenticias para niños, niñas y adolescentes, esto para el beneficio 

de los adultos mayores, con la finalidad de que se cumplan los derechos 

constitucionales de los que son participes y que deben ser garantizados de forma 

directa y eficaz. 

1.1.2 Definición de adulto mayor 

Es indispensable conocer la definición de lo que es un adulto mayor. De acuerdo 

al diccionario: “la palabra vejez se utiliza para referirse a la última etapa de la 

vida del hombre, por lo tanto, sólo a una más dentro de las tantas que conforman 

el proceso de desarrollo vital. Sin embargo de por sí denota una mayor 

diferenciación y distancia del resto de la sociedad que la observada en otros 

estadios, cosa que no ocurre con la niñez o la juventud”. (Moraga, 1991, pág. 

143) 

De modo que el término vejez se utiliza para referir la última etapa dentro del 

proceso vital, en la cual se evidencia mayor discriminación en la sociedad, 

suscitando así reacciones negativas ya que la palabra “viejo” adquiere el valor 

de lo indeseado y ha sido vista como sinónimo de incapacidad o limitación, por 

cuanto a lo largo del tiempo no se ha dado la debida importancia y atención a 

este grupo prioritario que por sus condiciones necesita de un trato diferenciado 
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y preferencial, ya que no puede desempeñar las mismas cosas que cuando era 

joven pero puede realizar otro tipo de actividades que hagan que esta etapa de 

su vida sea placentera y adecuada.  

Una mirada más suave en cuanto esta etapa adjudica a la vejez los potenciales 

propios de este estadio que la convierten en única: “serenidad de juicio, 

experiencia, conocimiento, madurez vital y perspectiva de la historia personal y 

social. Curiosamente estas potencialidades antaño enormemente valoradas hoy 

no lo son tanto y han llevado al adulto mayor a la paradoja del rol sin rol y a la 

consecuencia más grave desde el punto de vista psicológico”. (Zapata, 2005, 

pág. 84) 

Antiguamente existía un punto de vista diferente sobre esta etapa de la vida, en 

donde la vejez era planteada más bien como un proceso de madurez, llegando 

a un punto en donde el ser humano se encuentra en paz y serenidad, después 

de haber vivido sus anteriores etapas y haber desempeñado su rol en sociedad 

que aporte con cosas de suma importancia y producto de esto se adquiere los 

suficientes conocimientos y experiencia, siendo esto lo que en su etapa de vejez 

es tan valioso; pero hoy en día es más bien visto como sinónimo de incapacidad 

en el ámbito laboral y social, el que una persona llegue a su etapa de vejez 

porque ya no se encuentran en condiciones para desempeñar actividades 

cotidianas, sin tomar en cuenta que hay varias formas en que una persona de la 

tercera edad sea útil y se sienta a gusto en esta etapa de su vida. 

La Organización de las Naciones Unidas, considera a las personas adultas 

mayores son aquellas que han cumplido los sesenta años de edad, en el Estado 

ecuatoriano, se considera adulto mayor a toda persona que ha cumplido los 

sesenta y cinco años de edad y además según el artículo 36 de la Constitución 

de la República se determina sus necesidades como de atención prioritaria para 

el Estado, sobre todo aquellas que tienen que ver con la inclusión social y 

económica.  
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1.1.3 Sanciones ante el abandono del adulto mayor 

El abandono del adulto mayor es una de las principales causas por las cuales, 

éstos caen en estados de depresión, y producto de esto el deterioro de su salud 

y pérdida de autonomía. Actualmente en Ecuador estos delitos son de acción 

pública y pueden ser denunciados directamente en Fiscalía General del Estado. 

Respecto a esto diario El Telégrafo realiza un estudio en donde manifiesta que:  

“Apenas el 30% de adultos mayores en Ecuador cuenta con la asistencia de un 

familiar (hijos, esposa o esposo, nietos) para su cuidado. Más de 100.000 

personas mayores de 65 años sufren por la falta de ayuda para realizar sus 

actividades diarias, como bañarse, comer, usar el servicio higiénico, levantarse 

de la cama o acostarse, moverse de un lugar a otro o vestirse. Los datos 

corresponden a la Encuesta de Salud, Bienestar y Envejecimiento (SABE I) 

realizada en Ecuador en 2009.  En lo referente a la violencia a los adultos 

mayores, las cifras son alarmantes y, sin embargo, es inconcebible que pasen 

casi inadvertidas. El 14,70% de viejos fue víctima de insultos y el 14,9% de 

negligencia y abandono”. (Paredes, 2014, pág. 1) 

Como se puede evidenciar las cifras son alarmantes ya que aproximadamente 

el 70% de adultos mayores se encuentra en situaciones de abandono, además 

de que son víctimas de maltrato. Estas situaciones son poco visibilizadas y casi 

siempre que se presenta carecen de un enfoque de derechos adecuado y en los 

casos en que son visibles, cuando se lo hace en los medios de comunicación la 

solución que suele darse y a lo que se le da mayor importancia es a la ayuda 

social, en lugar de verificar la necesidad que existe de crear mecanismos de 

protección para este grupo de atención prioritaria y llamar la atención a quienes 

son responsables de la ausencia de políticas que mejoren su calidad de vida. 

En ecuador existen normativas que regulan y sancionan el abandono del adulto 

mayor, la ley suprema que es la Constitución de la Republica de Ecuador 

contempla garantías para estos grupos de atención prioritaria como son la 

igualdad y no discriminación, la protección integral, la defensoría pública y el 

acceso a la justicia, entre otras de gran importancia, tipificadas en los artículos 
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36, 37 y 38 para que los adultos mayores tengan una vejez adecuada. Y las 

sanciones se encuentran tipificadas en el Código Orgánico Integral Penal en 

donde se sancionará los casos de abandono a las personas adultas mayores, 

según lo establece el artículo 153: 

“La persona que abandone a personas adultas mayores, niñas, niños y 

adolescentes, mujeres embarazadas, personas con discapacidad o a quienes 

adolezcan de enfermedades catastróficas, de alta complejidad, raras o 

huérfanas, colocándolas en situación de desamparo y ponga en peligro real su 

vida o integridad física, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a 

tres años”. (Código Orgánico Integral Penal, 2014) 

Si producto del abandono se producen lesiones, estas serán sancionadas con el 

delito de lesiones, pero aumentadas en un tercio, de la misma forma se establece 

que si se produce la muerte se castigará con prisión de 16 a 19 años, aplicando 

los debidos agravantes tipificados en el artículo 47 del mismo cuerpo legal. 

Además, es importante señalar que este artículo no se refiere solamente a los 

familiares del adulto mayor, sino a las personas particulares que puedan tenerlos  

Referente a esto Vaca Andrade expresa que: “es, precisamente, el deber de 

cuidado el origen de la responsabilidad penal, la misma que puede ocurrir si se 

expone a los adultos mayores a una situación de desamparo y peligro real. Estos 

delitos son perseguidos mediante acción pública, es decir cualquier persona 

puede denunciarlos ante la Fiscalía o la Policía”. (Andrade, 2014, pág. 2). Lo que 

se busca con las sanciones establecidas por abandono a las personas adultas 

mayores, tipificadas Código Orgánico Integral Penal, es que exista un mayor 

grado de conciencia al brindar cuidados a estas personas. Es entonces 

fundamental analizar quienes son los encargados de brindar estos cuidados, es 

decir a cargo de quién están los adultos mayores como pueden ser: familiares, 

personal de un hospital o asilo; siendo este punto de suma importancia al 

momento de establecer las responsabilidades penales, cuando anterior a esto 

se ha presentado una denuncia.  
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Vaca Andrade enfatiza que: “la responsabilidad penal se origina en la conducta 

omisiva del deber de cuidado o por no haber hecho lo que se tenía obligación 

jurídica de hacer para impedir un resultado peligroso. Esa responsabilidad 

jurídica radica fundamentalmente en los parientes próximos”. (Andrade, 2014, 

pág. 3). Concluyendo que a lo largo del tiempo el papel de cuidar ha sido 

interpuesto a la mujer, sea cual sea la etapa por la cual este pasando, aunque 

en tiempos actuales ya no sea regla general ya que los hombres en muchos 

casos asumen este rol. 

1.1.4 Norma legales en relación con la protección del adulto mayor  

Constitución de la República del Ecuador  

La Constitución del 2008 incluye varios artículos sobre sus derechos, pero hace 

falta clarificar, en ese campo, muchos nuevos hechos y derechos, entre los 

cuales figura la aún no lograda en un cien por cien la cobertura de la pensión 

universal por parte del Estado, y los privilegios económicos referidos a modestos 

reconocimientos en diversos pagos, cuyo 50 por ciento de descuento difícilmente 

se cumple con diversas justificaciones. 

En la Asamblea se inició en el año 2012 la discusión sobre una reforma a la 

mencionada Ley del anciano. Pero a partir del 2014 la Comisión de Derechos 

Colectivos, Comunitarios y de Interculturalidad dejó de lado la reforma y planteó 

un auspiciante Código Integral del Ciclo de Vida. La asambleísta Zobeida Gudiño 

lideró la propuesta como Presidenta de la Comisión. Luego se presentó, a fines 

del mencionado año, la propuesta de una Ley Orgánica de Protección Prioritaria 

de los Derechos de las Personas Adultas Mayores. Pero la misma parece haber 

ingresado, lamentablemente, en una repisa de archivo que puede dejarla en el 

olvido. 

Sobre estas propuestas de leyes ni el Ministerio de Inclusión Económica ni el de 

Salud se ha pronunciado, como no lo ha hecho tampoco ninguno de los 

Gobiernos Autónomos descentralizados. En Ecuador para el año 2016 había 1 

077 587 adultos mayores, es decir personas mayores a 65 años de edad (6,73 
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por ciento de 15 millones de habitantes). Según la OIT un 48 por ciento no 

reciben una pensión, es decir alrededor de 500 mil adultos mayores no tienen 

ese ingreso fijo, y esto porque unos 200 mil la tienen como pensión del IESS y 

cerca de 400 mil reciben ya el bono de desarrollo humano.  

Si la salud es la satisfacción de las necesidades humanas como derechos, es 

decir aquellas del cuerpo como la alimentación, la sexualidad con la vida familiar 

y la vivienda, y el ejercicio físico cotidiano, y aquellas subjetivas del pensamiento 

y el afecto, la identidad con equidad de género, etnia y generacional, la 

protección como seguridad, y el ambiente propicio para la creación y la 

recreación, también están las garantías del Estado para los servicios generales 

del agua, la electricidad, las vías y medios de comunicación, y los sociales de la 

salud, la educación (continua), la vivienda, el bienestar social, en el cual se 

incluye el derecho a la pensión universal. 

En el artículo 36 de la Constitución de la República del Ecuador se señala que 

las personas adultas mayores recibirán atención prioritaria y especializada en los 

ámbitos público y privado, en especial en los campos de inclusión social y 

económica, y protección contra la violencia. 

Además, especifica que se considerarán personas adultas mayores aquellas 

personas que hayan cumplido los sesenta y cinco años de edad (65). 

Mientras el artículo 37 se establece que las personas que tengan esta edad 

tendrán derecho a: 

1. La atención gratuita y especializada de salud, así como el acceso gratuito a 

medicinas.  

Para garantizar esto el Estado implementará políticas económicas, sociales, 

culturales, educativas y ambientales, además de que la aplicación de este 

derecho se regirá bajo los principios de equidad, calidad, eficiencia, solidaridad, 

entre otros de acuerdo a lo que establece el artículo 32 de la Constitución de la 

República del Ecuador referente al derecho a la salud.  
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2. El trabajo remunerado, en función de sus capacidades, para lo cual tomará 

en cuenta sus limitaciones. 

El trabajo que desenvuelvan estas personas pertenecientes a los grupos de 

atención prioritaria deberá ser garantizando el pleno respeto a su dignidad, en 

donde las remuneraciones y retribuciones sean justas, además el artículo 33 de 

la Constitución de la República del Ecuador establece que el trabajo deberá ser 

saludable y libremente escogido.  

3. La jubilación universal. 

Esto trata acerca de la seguridad social, derecho que está contemplado en el 

artículo 34 de la Constitución de la República del Ecuador, el cual es 

irrenunciable y para el Estado es un deber y responsabilidad primordial. 

4. Rebajas en los servicios públicos y en servicios privados de transporte y 

espectáculos. 

Se encuentran dentro de este beneficio el ingreso a obras teatrales y galerías de 

arte, entre otras. 

5. Exenciones en el régimen tributario. 

Este derecho es de suma importancia ya que los adultos mayores no declaran 

impuestos al Servicio de Rentas Internas, es decir están exentos de hacerlo. 

6. Exoneración del pago por costos notariales y registrales, de acuerdo con la 

ley. 

Es decir que cuando necesiten un trámite notarial o registral no deberán cancelar 

ningún valor, con las debidas excepciones que la ley establece. 

7. El acceso a una vivienda que asegure una vida digna, con respeto a su 

opinión y consentimiento. 
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Esto de suma importancia, ya que se da cumplimiento al buen vivir que establece 

la Constitución de la República del Ecuador, garantizando una vivienda digna de 

acuerdo a sus necesidades y condiciones que deben ser especiales.  

Ley Orgánica de Protección Prioritaria de los Derechos de las Personas 

Adultas Mayores 

En el año 2012, la Asamblea Nacional inició la discusión sobre una reforma a la 

Ley del Anciano. Sin embargo, a partir del 2014 la Comisión de Derechos 

Colectivos, Comunitarios y de Interculturalidad dejó de lado la reforma y planteó 

la creación de un Código Integral del Ciclo de Vida. Esta no prosperó. 

A finales del mismo año, existió una nueva propuesta: la Ley Orgánica de 

Protección Prioritaria de los Derechos de las Personas Adultas Mayores. La 

misma también se fue diluyendo con el pasar del tiempo. La Asamblea ha 

retomado el trámite del proyecto de ley en la misma Comisión antes mencionada. 

Esta posee un borrador con las observaciones que se han recogido de los 

sectores involucrados. 

A la Comisión llegó el pasado miércoles 21 de febrero la viceministra de Inclusión 

Social del Ministerio de Inclusión Económica y Social (MIES), Rocío Rosero para 

hacer nuevas observaciones a la normativa. Entre las sugerencias propuestas 

por el ministerio están que se apliquen los beneficios a adultos mayores sin 

importar su nacionalidad, sean transeúntes o que tengan situación legal irregular 

y que se enfoque en las personas que se ocupan de su cuidado con 

independencia de su parentesco, entre otros. 

Se busca que la misma impulse la corresponsabilidad y participación del Estado, 

la sociedad y los familiares, permitiendo garantizar el acceso y disponibilidad de 

servicios necesarios. Además, su objetivo es que promueva, regule y garantice 

la plena vigencia, difusión y ejercicio de los derechos fundamentales de las 

personas adultas mayores, en el marco de atención prioritaria y especializada 

para los adultos mayores. 
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1.2 El derecho de alimentos del adulto mayor 

1.2.1 Definición del derecho a la alimentación 

Para Rogel la palabra alimentos proviene: 

Etimológicamente, del verbo latino “alere” (nutrir, alimentar, criar), equivale, en 

su recto sentido a las cosas que sirven para sustentar el cuerpo, lo cual no impide 

que, en el lenguaje jurídico y desde antiguo, identifique, a mayor abundamiento, 

todo aquello que se da a una persona para atender, en sentido amplio, a su 

subsistencia material y espiritual. (Rogel, 2012, pág. 11) 

Es decir, para este autor comprende todo lo que el ser humano necesita para 

vivir, en el sentido material y espiritual, como material comprende inclusive la 

educación, vestimenta y lo necesario para desarrollarse de acuerdo a las 

necesidades sociales. En sí, los alimentos son prestaciones de carácter 

económico, que están obligadas a cumplir según lo que determina la ley 

personas económicamente capacitadas, en pro de personas que se encuentran 

necesitadas e imposibilitadas para proveerse los medios de vida por sí mismas, 

con el objetivo de brindar un desarrollo adecuado y en cumplimiento de los 

derechos constitucionales. 

Según el Código de la Niñez y Adolescencia el derecho de alimentos tiene ciertas 

características, las cuales se encuentran establecidas en el Título V Capítulo I 

artículo 3  y manifiesta que: “Este derecho es intransferible, intransmisible, 

irrenunciable, imprescriptible, inembargable y no admite compensación ni 

reembolso de lo pagado…” (CNA, 2014, pág. 33). Principios que son de suma 

de importancia al momento de poner en práctica este derecho. 

Para poder comprender de forma fácil el tema de los alimentos, es relevante que 

se establezcan quienes son los que intervienen en esta relación parento-filial:  

Primero se encuentra el alimentante, quien es la persona que tiene la obligación 

de prestar alimentos a favor del alimentado. Se lo denomina como el sujeto de 

la relación alimentaria que lleva consigo la obligación de dar alimentos, es el 
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sujeto pasivo de la relación, por cuanto es el deudor alimentario o solvens; y 

posteriormente está el alimentado, quien es la persona a favor de la cual está el 

derecho de alimentos, es decir es a quien se cancela mensualmente la pensión 

alimenticia, debiendo para esto tener una relación parento-filial con el 

alimentante. 

Según la Ley Reformatoria al Título V, Libro II del Código Orgánico de la Niñez 

y Adolescencia, en su artículo innumerado 3, las características del derecho de 

alimentos son las siguientes:  

Este derecho es intransferible, intransmisible, irrenunciable, imprescriptible, 

inembargable y no admite compensación ni reembolso de lo pagado, salvo las 

pensiones de alimentos que han sido fijadas con anterioridad y no hayan sido 

pagadas y de madres que hayan efectuado gastos prenatales que no hayan sido 

reconocidos con anterioridad, casos en los cuales podrán compensarse y 

transmitirse a los herederos. (Ley Reformatoria al Título V, Libro II del Código de 

la Niñez y Adolescencia, 2016, pág. 2) 

La clasificación vigente de los alimentos en le legislación ecuatoriana, se 

encuentra estructurada de la siguiente forma:  

a) Obligatorios: Son aquellos que el Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia 

regula, es decir que el alimentante debe proveer de alimentos de forma 

obligatoria hasta los 18 años de edad, y se extiende hasta los 21 años cuando 

el beneficiario o beneficiaria que los recibe se encuentre cursando sus 

estudios en cualquier nivel. Esta clase de alimentos es connatural a la relación 

parento- filial y está relacionado con el derecho a la vida, la supervivencia y 

una vida digna. Implica la garantía de proporcionar los recursos necesarios 

para la satisfacción de las necesidades básica de los alimentarios. Esto de 

acuerdo a lo estipulado en el artículo 2, del título V, del Código de la Niñez y 

Adolescencia, que trata sobre el derecho de alimentos.  

b) Congruos: Son los alimentos que habilitan al alimentado para subsistir 

modestamente, de un modo correspondiente a su posición social. Estos 

alimentos tienen que solicitarse por aquellas personas estipuladas en el 
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artículo 349 del Código Civil, excepto cuando el alimentario se haya hecho 

culpado de injuria no calumniosa grave contra la persona que le debía prestar 

alimentos. Se requieren en juicio sumario y son de forma provisional.  

c) Necesarios: Son aquellos que bastan para sustentar la vida. Se los solicita en 

juicio sumario, y los fija el juez a quien le pide alegando derecho para ello y la 

necesidad urgente de percibirlos. Para la fijación de estos alimentos el Juez o 

Jueza deberá tomar siempre en cuenta las facultades del deudor y sus 

circunstancias domésticas, analizando que una vez fijados los alimentos el 

alimentante pueda subsistir así mismo de una forma digna. Todo esto según 

consta en el artículo 357 del mismo Código Civil ecuatoriano. 

Según Juan Larrea Holguín: “La obligación de dar alimentos puede originarse en 

actos voluntarios, como los contratos o disposiciones testamentarias, o bien 

deriva directamente de disposiciones legales que consagran principios de 

justicia, caridad o simple equidad naturales. La primera gran división de los 

alimentos resulta así la de los voluntarios y debidos por la Ley, o legales” 

Los alimentos congruos se deben al parecer, en aquellos casos en que la 

obligación del alimentante es más estricta, en razón de un vínculo más inmediato 

de parentesco, o porque existen fuertes consideraciones de equidad. El 

concepto de alimentos congruos que hace nuestra ley, señala una pequeña 

diferencia social entre quienes tienen que recibir alimentos; el objetivo de esta 

disposición jurídica es que aquellos que se encuentran sin los medios necesarios 

para subsistir, tengan auxilio de sus familiares, y la medida de esa subsistencia 

está dada por la capacidad económica del alimentante, más no por la posición 

social del mismo.  

Pues podría suceder que el alimentante de un nivel económicamente alto hubiera 

caído en desgracia, no podría efectivamente y en forma real, dar los alimentos 

necesarios para que el alimentado pueda vivir modestamente como antes lo 

hacía. Por lo que la ley debería expresar, que los alimentos congruos son 

aquellos que habilitan al alimentado para subsistir modestamente, y nada más, 

sin que esto signifique, por consiguiente, que el individuo pierde su derecho a 

vivir con decoro, decencia y como a bien tuviera. 
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1.2.2 Obligaciones del Estado en cuanto el derecho a la alimentación 

La Ley Marco Derecho a la Alimentación, Seguridad y Soberanía Alimentaria 

establece que: “Que el Estado tiene tres obligaciones: i) respetar el derecho a la 

alimentación; ii) proteger este derecho y iii) hacerlo efectivo.” (Ley Marco 

Derecho a la Alimentación, Seguridad y Soberanía Alimentaria , 2012, pág. 15). 

A fin de lograr este objetivo estratégico en el artículo 281 de la Constitución de 

2008 se hace un largo listado de responsabilidades del Estado, entre las cuales 

se mencionan: “Impulsar la producción , transformación agroalimentaria y 

pesquera de las pequeñas y medianas unidades de producción , comunitarias y 

de la economía social y solidaria; fortalecer la diversificación y la introducción de 

tecnologías ecológicas y orgánicas en la producción agropecuaria; promover 

políticas redistributivas que permitan el acceso del campesinado a la tierra, al 

agua y otros recursos productivos; promover la preservación y recuperación de 

la agro biodiversidad y de los saberes ancestrales vinculados a ella; así como el 

uso, la conservación e intercambio libre de semillas; regular bajo normas de 

bioseguridad el uso y desarrollo de biotecnología, así como su experimentación 

, uso y comercialización ; fortalecer el desarrollo de organizaciones y redes de 

productores y de consumidores, así como las de comercialización y distribución 

de alimentos que promueva la equidad entre espacios rurales y urbanos; generar 

sistemas justos y solidarios de distribución y comercialización de alimentos; 

impedir prácticas monopólicas y cualquier tipo de especulación con productos 

alimenticios”. 

Adicionalmente, se dice que “El Estado normará el uso y acceso a la tierra que 

deberá cumplir la función social y ambiental. Un fondo nacional de tierras, 

establecido por ley, regulará el acceso equitativo de campesinos y campesinas 

a la tierra;” y que organizará “el uso y manejo del agua de riego para la 

producción de alimentos, bajo los principios de equidad, eficiencia y 

sostenibilidad ambiental.” 

La Constitución  de la República del Ecuador ordena la implementación de varias 

estrategias que pueden agruparse en cuatro grupos: i) el apoyo y protección a 
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las unidades de producción (UPA) pequeña, mediana y comunitaria de 

alimentos; ii) la implementación de sistemas justos y solidarios de producción de 

alimentos, su intercambio y consumo; iii) el desarrollo de tecnologías ecológicas 

y rescate de los saberes ancestrales; y, iv) la protección de la calidad e inocuidad 

en la producción de alimentos. 

Es decir, la Constitución optó por la soberanía alimentaria en lugar de la 

seguridad alimentaria, lo que es coherente con el cambio de paradigma 

promovido por la misma, donde se abre paso a un nuevo sistema de 

organización política de las instituciones del Estado, un nuevo modelo de 

desarrollo que reconoce los derechos adquiridos de las personas, comunidades, 

pueblos y nacionalidades. 

El sociólogo Fernando Rosero explica que la soberanía alimentaria es una 

orientación o un “paradigma” con connotaciones importantes: entre ellas se 

señala la necesidad de centrar la producción para el mercado interno y no en las 

exportaciones, la independencia de un país en la provisión alimentaria de su 

pueblo, el blindar la producción contra factores exógenos como alza de precios, 

competencias desleales, el favorecer a los pequeños y medianos productores, 

etc. Con respecto a programas sociales y compras públicas dice que se 

propugna se las haga descentralizadamente a asociaciones de pequeños y 

medianos productores agrícolas, pecuarios y pescadores artesanales. 

1.2.2.1 Derechos del buen vivir 

EL Buen Vivir o Sumak Kawsay es una visión del mundo centrada en el ser 

humano, en decir es un principio constitucional basado en la libertad, dignidad e 

igualdad entre otros componentes que garantizan que la vida del ser humano 

sea de calidad dentro de un entorno natural y social. 

Según el Plan Nacional para el Buen Vivir el Buen Vivir es: 

“La satisfacción de las necesidades, la consecución de una calidad de vida y 

muerte digna, el amar y ser amado, el florecimiento saludable de todos y todas, 
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en paz y armonía con la naturaleza y la prolongación indefinida de las culturas 

humanas. El Buen Vivir supone tener tiempo libre para la contemplación y la 

emancipación, y que las libertades, oportunidades, capacidades y 

potencialidades reales de los individuos se amplíen y florezcan de modo que 

permitan lograr simultáneamente aquello que la sociedad, los territorios, las 

diversas identidades colectivas y cada uno -visto como un ser humano universal 

y particular a la vez- valora como objetivo de vida deseable (tanto material como 

subjetivamente y sin producir ningún tipo de dominación a un otro)”. (Plan 

Nacional para el Buen Vivir, 2013-2017). 

Los derechos del Buen Vivir se encuentran tipificados a partir del artículo 12 de 

la Constitución de la República, estando inmerso el derecho a la salud, que en 

este caso es de suma importancia especialmente para las personas con 

enfermedades catastróficas. El Buen Vivir o Sumak Kawsay en el idioma quichua 

significa: Sumak, lo hermoso, lo bueno, la realización; y Kawsay, es la vida digna, 

en armonía y equilibrio con la madre naturaleza, garantizando de esta forma el 

bienestar general como personal de cada individuo que habita este país.  

1.2.3 Soberanía alimentaria 

La Soberanía Alimentaria está constituida como un derecho que tienen los 

pueblos de controlar el sistema agroalimentario, así como también sus factores 

de producción, dando como resultado que la agricultura familiar campesina, la 

pesca y recolección artesanal, puedan desarrollarse de forma autónoma y 

equilibrada. Según la Ley Orgánica de Consumo, Nutrición y Salud Alimentaria: 

“Requiere modificar la matriz tecnológica productiva para hacerla sostenible, 

esto es migrar hacia modelos agroecológicos y orgánicos.” (Comisión Técnica 

de Consumo, 2013, pág. 2)  

Proceso en el cual se incorpora modalidades de mercado más eficientes y justas; 

es decir, sistemas de comercialización controlados socialmente y que pongan fin 

al monopolio y la intermediación especulativa. Es así como se garantiza el 

acceso adecuado y permanente a alimentos sanos y culturalmente apropiados, 

siendo este el objetivo estratégico y obligación constitucional del Estado 
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ecuatoriano. Sin embargo, para consolidar la soberanía alimentaria, requerimos 

hábitos y patrones de consumo alimentario responsables, lo que significa un 

proceso de cambio cultural donde despierte la conciencia individual y colectiva. 

La alimentación no se reduce solamente a la esfera puramente fisiológica o 

nutricional, sino también alcanza el campo ambiental, cultural, político, 

institucional y productivo. Una nueva ley relativa al derecho de las personas 

consumidoras debe crear espacios democráticos que favorezcan una elección 

libre, razonada, informada y solidaria de los alimentos que se consumen. No solo 

se trata de mejorar constantemente las creencias y los hábitos alimentarios 

colectivos, sino de promover procesos redistributivos, estímulos al modelo 

económico social y solidario, incluso el fortalecimiento de las políticas sectoriales 

que promuevan la agricultura familiar campesina en especial de matriz 

agroecológica, la pesca y recolección artesanal.   

1.2.4 Participación social para la soberanía alimentaria 

Para consolidar la soberanía alimentaria, requerimos hábitos y patrones de 

consumo alimentario responsables, lo que significa un proceso de cambio 

cultural donde despierte la conciencia individual y colectiva. La alimentación no 

se reduce solamente a la esfera puramente fisiológica o nutricional, sino también 

alcanza el campo ambiental, cultural, político, institucional y productivo. Una 

nueva ley relativa al derecho de las personas consumidoras debe crear espacios 

democráticos que favorezcan una elección libre, razonada, informada y solidaria 

de los alimentos que se consumen.  

No solo se trata de mejorar constantemente las creencias y los hábitos 

alimentarios colectivos, sino de promover procesos redistributivos, estímulos al 

modelo económico social y solidario, incluso el fortalecimiento de las políticas 

sectoriales que promuevan la agricultura familiar campesina en especial de 

matriz agroecológica, la pesca y recolección artesanal. 

La Constitución de la República establece desde el artículo 12 al 34 todo lo 

referente a los derechos del buen vivir, entre los cuales están el derecho a la 
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salud, educación, vivienda, trabajo entre otros; un nuevo paradigma para 

reorientar el desarrollo nacional, que fundamentalmente implica la construcción 

del Régimen del Buen Vivir – Sumak Kawsay, afirmado en los ejes de inclusión, 

equidad y convivencia armónica con la naturaleza, todo en relación con el 

derecho a una vida digna. Plantea además fortalecer y multiplicar las 

experiencias vinculadas a la Economía Popular y Solidaria, y en este marco es 

pertinente señalar lo que significa la visión de las personas usuarias y 

consumidoras:  

Lo fundamental es que las familias consumidoras no sean concebidas como 

factores o variables que “demandan mercancía” o solamente como “clientes de 

empresas”; esta concepción es la que promueve una cultura de individualismo 

consumista y es impulsada por el interés de monopolios comerciales, que de 

esta manera mantienen un mercado cautivo, elemento clave para la hegemonía 

del gran capital. El simple consumismo crea colectivos que demandan bienes y 

servicios, no en función de la satisfacción de las necesidades básicas o 

auténticas, sino como respuesta a la satisfacción de deseos promovidos desde 

los oferentes, que envían mensajes dirigidos a la subjetividad de las personas. 

Esta es la matriz convencional de la economía de mercado que debe ser 

superada a partir de las normas establecidas en la Constitución de Montecristi. 

1.3 Normativa jurídica ecuatoriana  

1.3.1 Constitución de la República del Ecuador  

Nuestra actual Constitución promulgada en Montecristi en el año 2008, establece 

en su artículo 1 que el Ecuador es un “Estado Constitucional de Derechos y 

Justicia”, siendo estas sus principales características, según García:  

Las características principales del Estado constitucional de derechos y justicia 

en resumen son los siguientes: (…) El Estado Constitucional de Derechos y 

Justicia, se construye bajo el designio de proteger a la persona humana, a su 

dignidad, de tal manera que la violación de sus derechos y garantías representan 

una afrenta a la persona y su dignidad (…). (García, 2011, págs. 104-105).  
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Es decir, lo que se busca es que se respete la dignidad de las personas, como 

algo indispensable para garantizar sus derechos. Se hace necesario también 

mencionar:  

(…) que la dignidad humana es fuente generadora de derechos, más aún recalca 

que debemos siempre luchar por alcanzar más libertades y más igualdad de 

derechos y esto es un reto para todos, para poder estar consciente de que 

estamos viviendo en un Estado Constitucional de Derechos y Justicia; por tal no 

tendrá ningún tipo de validez cualquier acción u omisión que reduzca, perjudique 

o elimine injustificadamente el ejercicio de los derechos, pues esto sería 

evidentemente inconstitucional. (García, 2011, pág. 104). 

Además, se hace necesario recalcar que las personas adultas mayores, niñas, 

niños y adolescentes, mujeres embarazadas, personas con discapacidad, 

personas privadas de libertad y quienes adolezcan de enfermedades 

catastróficas o de alta complejidad, recibirán atención prioritaria y especializada 

en los ámbitos público y privado. Dejando claro que el Estado Constitucional de 

Derechos y Justicia, ampara la lucha de derechos y libertades, con la finalidad 

de obtener el bienestar de la sociedad en general. En relación a las personas 

adultas mayores manifiesta que recibirán atención prioritaria y especializada en 

los ámbitos público y privado, dando principal atención en los campos de 

inclusión económica y social, así como también protección contra la violencia de 

cualquier tipo.  

El artículo 35 de la Constitución de la República del Ecuador se establece lo 

siguiente: “Se considerarán personas adultas mayores aquellas personas que 

hayan cumplido los sesenta y cinco años de edad.” (Consitución de la República 

del Ecuador , 2008, pág. 18), estableciendo entonces la edad en la cual una 

persona debe ser considerada como un adulto mayor, perteneciendo así en los 

grupos de atención prioritaria, debiendo garantizarles todos los derechos que la 

constitución establece con la finalidad de que esta etapa de su vida se acorde a 

sus necesidades.  
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El Estado garantizará a las personas adultas mayores los siguientes derechos 

como atención gratuita y especializada de salud, así como el acceso gratuito a 

medicinas, el trabajo remunerado, rebajas en los servicios públicos y en servicios 

privados de transporte y espectáculos, exenciones en el régimen tributario, el 

acceso a una vivienda que asegure una vida digna, con respeto a su opinión 

consentimiento, entre otros tantos derechos establecidos en la Constitución de 

la República del Ecuador.  

En este mismo cuerpo normativo se establecen políticas públicas y programas 

de atención a las personas adultas mayores, que tendrán en cuenta las 

diferencias específicas entre áreas urbanas y rurales, las inequidades de género, 

la etnia, la cultura y las diferencias propias de las personas, comunidades, 

pueblos y nacionalidades; así mismo, fomentará el mayor grado posible de 

autonomía personal y participación en la definición y ejecución de estas políticas. 

En definitiva, el Estado garantizará su nutrición, salud, educación y cuidado 

diario, en un marco de protección integral de derechos.  

La ley sancionará el abandono de las personas adultas mayores por parte de 

sus familiares o las instituciones establecidas para su protección. Una de las 

principales innovaciones es que reconoce a las personas adultas mayores como 

grupo de atención prioritario, al contrario de la anterior Constitución que los 

enmarca dentro de los grupos vulnerables, esta innovación implica una 

responsabilidad adicional en el cuidado de estas personas, así como también la 

exigencia de ejercer sus derechos.  

1.3.2 Código de la Niñez y Adolescencia 

El artículo 3 del Código de la Niñez y Adolescencia trata sobre la supletoriedad 

disponiendo que lo que no se encuentre previsto expresamente en este Código 

se aplicarán las demás normas del ordenamiento jurídico interno, siempre y 

cuando no contradigan los principios que se reconocen y plasman en este 

Código y sean más favorables para la vigencia de los derechos de la niñez y 

adolescencia.  
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El presente Código regula el derecho a alimentos de los niños, niñas, 

adolescentes y de los adultos que se señalan en el artículo 4 del  Título V 

Capítulo I, respecto a esto establece  a los titulares del derecho de alimentos:  

“Las personas de cualquier edad, que padezcan de una discapacidad o sus 

circunstancias físicas o mentales les impida o dificulte procurarse los medios 

para subsistir por sí mismas, conforme conste del respectivo certificado emitido 

por el Consejo Nacional de Discapacidades CONADIS, o de la institución de 

salud que hubiere conocido del caso que para el efecto deberá presentarse.” 

(CNA, 2014) 

Encontrándose incluidas en este grupo, a las personas adultas mayores, mismas 

que por su edad ya no se encuentran en condiciones de trabajar y por esta razón 

no tienen los medios para subsistir de forma autónoma, debiendo poner en 

practica este derecho para garantizar que su vejez sea digna y de acuerdo a lo 

que establece el buen vivir se desarrollen en un ambiente adecuado y apto para 

este grupo de atención prioritaria, aunque por desconocimiento muchos adultos 

mayores se encuentran en situaciones de abandono y desamparo.   

1.3.3 Código Civil Ecuatoriano 

En el artículo 349 del Código Civil se establece que se deben alimentos:  

“Al cónyuge; A los hijos; A los descendientes; A los padres; A los ascendientes; 

A los hermanos; y, Al que hizo una donación cuantiosa, si no hubiere sido 

rescindida o revocada. No se deben alimentos a las personas aquí designadas, 

en los casos en que una ley expresa se los niegue. En lo no previsto en esta Ley, 

se estará a lo dispuesto en el Código de la Niñez y Adolescencia y en otras leyes 

especiales.” (Civil, 2015).Estableciendo así, que tienen derecho a reclamar 

alimentos los padres a sus hijos, en concordancia con el Código de la Niñez y 

Adolescencia, debiendo aplicar este derecho y ponerlo en práctica, pero primero 

se debe realizar una socialización para que las personas sepan que gozan de 

este derecho, y no se vulnere el mismo,  aplicando las garantías constitucionales 

en pro de aplicación del buen vivir para las personas adultas mayores. 
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El distinguido jurista Dr. Fernando Ortiz Bonilla, en un artículo publicado en la 

Revista Judicial de Diario La Hora, señala con razón: “El derecho a la jurisdicción 

es directamente invocable ante los Tribunales de Justicia (entendiendo 

comprendidas en esta expresión tanto los órganos unipersonales como 

colegiales), pudiendo fundamentarse en dicha norma tanto el petitum de la 

demanda como la sentencia judicial”.  

Agrega que toda persona natural o jurídica podrá acudir a los Tribunales de 

Justicia en defensa de un derecho conforme lo señala el Art. 75 de la 

Constitución de la República, de este modo la titularidad de los derechos 

fundamentales y libertades públicas, que son derechos individuales, tienen a la 

persona por sujeto activo y al Estado por sujeto pasivo; aclarando que la 

titularidad de estos derechos fundamentales no corresponde solo a los individuos 

aisladamente considerados, sino también a grupos y organizaciones. Aclara que 

el derecho a la tutela efectiva de los jueces y tribunales en el ejercicio de los 

derechos e intereses legítimos, previene que nunca puede producirse 

indefensión, esto es garantiza el derecho constitucional a la defensa; pero 

también aclara que la tutela efectiva garantiza el derecho a un proceso sin 

dilaciones indebidas. 

1.3.4 Ley Orgánica de Protección Prioritaria de los Derechos de las 

Personas Adultas Mayores 

La Ley Orgánica de Protección Prioritaria de los Derechos de las Personas 

Adultas Mayores tiene por objetivo principal lograr un sistema integral de 

protección de derechos de las personas de la tercera edad, por cuanto la ley 

anterior llamada ley del anciano es caduca, frente a los derechos que establece 

la constitución actual,  es un instrumento legal promulgado con el fin de 

garantizar el derecho a un mejor nivel de vida de los hoy en día nombrados por 

la Constitución como adultos mayores, en lo referente a la protección del adulto 

mayor que el Estado está obligado a brindar y con respecto al derecho de 

alimentos el artículo 34 garantiza el otorgamiento de una pensión alimenticia por 

parte de sus familiares en caso de que ellos no puedan subsistir por si mismos 

por causas físicas o mentales. 
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Es sin duda un derecho fundamental el que tienen los adultos mayores de exigir 

alimentos a sus familiares, siempre y cuando no se los puedan proveer por sí 

mismos, a causa de su condición consecuencia de su edad. La Constitución de 

la República del Ecuador reconoce a los adultos mayores como un grupo de 

atención prioritaria, obligando al Estado a crear políticas que promuevan el 

bienestar de los adultos mayores en todos los aspectos, dando cumplimiento a 

las garantías existentes en este cuerpo legal que es la ley suprema en el país. 

El derecho de alimentos se encuentra establecido dentro de las garantías que 

tienen los adultos mayores, conjuntamente con el derecho a la salud gratuita, el 

trabajo remunerado, la jubilación universal, exenciones del régimen tributario, el 

acceso una vivienda que asegure su vida digna, entre otros.   

A consecuencia de la crisis económica actual por la que se encuentra 

atravesando el país, los adultos mayores que son parte de los grupos de atención 

prioritaria enfrentan fuertes problemas de marginidad, siendo indispensable 

establecer medidas que garanticen una mejor atención en los ámbitos público y 

privado a quienes conforman la población de la tercera edad del país.  

Los motivos o fundamentos para la creación de esta ley son las condiciones de 

vida que asegure la salud corporal y psicológica, la alimentación, el vestido, la 

vivienda, la asistencia médica, la atención geriátrica y gerontológica integral y los 

servicios sociales necesarios para una existencia útil y decorosa. El Estado 

protegerá de modo especial, a los ancianos abandonados o desprotegidos. Así 

mismo, fomentará y garantizará el funcionamiento de instituciones del sector 

privado que cumplan actividades de atención a la población anciana, con 

sujeción a la presente ley, en especial a aquellas entidades, sin fines de lucro, 

que se dediquen a la constitución de la republica del ecuador, operación y 

equipamiento de centros hospitalarios gerontológicos y otras actividades 

similares.  
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1.4 Derecho comparado acerca del derecho  a la alimentación del adulto 

mayor. 

1.4.1 Legislación Argentina 

La Organización de Estados Americanos preocupada por la situación de las 

personas de la tercera edad, suscribió en 2015, la llamada “Convención 

Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas 

Mayores, con el fin de destacar la necesidad de abordar la temática del 

envejecimiento desde la perspectiva de los derechos humanos.” (Nación, 2016).  

Esta organización con su intervención para la creación de esta convención en la 

cual se aborde este tema que es sumamente importante, ya que el respeto a la 

dignidad del ser humano, supone evitar los maltratos en cualquier situación, ya 

sean por acción u omisión, y sobre todo la violencia contra las personas mayores, 

lo cual incluye también desterrar el abandono y vulnerabilidad de sus derechos, 

para evitar poner en riesgo su integridad.  

La reforma constitucional de 1994 reestructuró la vieja Constitución de 1853, la 

reformó y la amplió hasta convertirla en un bloque de constitucionalidad que 

incluye a los instrumentos internacionales de derechos humanos del artículo 75 

inciso 22 como norma suprema de nuestro ordenamiento. La consagración 

expresa de los nuevos derechos y garantías, y del catálogo de derechos del 

hombre contenidos en los tratados, profundizó el acercamiento de las respuestas 

jurídicas privatistas a la norma fundamental.  

El ordenamiento normativo argentino fija la mayoría de edad a partir de los 

dieciocho años, pero no una edad en la que pueda considerarse a una persona 

mayor de edad, como “persona mayor” en clave de “envejecimiento” más allá de 

la edad jubilatoria. En sintonía con lo previsto por la ley 26.657 de 2010 (Derecho 

a la Protección de la Salud Mental), establece en los artículos 41 y siguientes, 

los presupuestos necesarios para que las internaciones sean legítimas. Las 

instancias de internación resultan particularmente relevantes en el ámbito de 

desarrollo de los derechos de las personas mayores. Esto no significa unir los 
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conceptos de vejez y enfermedad, sino más bien reconocer situaciones de hecho 

que en muchos casos ponen en riesgo la salud y la libertad de los de más edad. 

En este país los adultos mayores son considerados grupos vulnerables al igual 

que las mujeres y niños. Los derechos de estas personas se encuentran 

superficialmente abordados, tanto por los instrumentos internacionales como por 

la legislación nacional, debido a que las prerrogativas de las cuales debieran 

gozar los adultos mayores no han sido consagradas en un documento global de 

carácter vinculante, ya que no existe un mecanismo que vigile la obligatoriedad 

de la aplicación del conjunto de principios que proponen las Naciones Unidas 

para este efecto ya que en Argentina no se cuenta con una ley nacional 

específica que garantice y sustente derechos fundamentales como la atención 

integral. 

1.4.2 Legislación Brasileña 

La Constitución brasileña (1988), en el artículo 229, aborda implícitamente el 

concepto de solidaridad intergeneracional, aludiendo a que: “Los padres tienen 

el deber de asistir, criar y educar a los hijos menores, y los hijos mayores tienen 

el deber de ayudar y amparar a los padres en la vejez, carencia o enfermedad”. 

El artículo 230 señala que la familia, la sociedad y el Estado tienen el deber de 

amparar a las personas mayores, asegurando su participación en la comunidad, 

defendiendo su dignidad y bienestar y garantizándoles el derecho a la vida. 

Sobre los derechos políticos, la Constitución exonera del voto obligatorio a los 

mayores de 70 años, otorgándole un carácter facultativo para este grupo etario.  

Los brasileños mayores de 60 años ya suman 13,5 millones, 8,7 por ciento del 

total de la población brasileña, en el 2020 se asume será el doble, esto según el 

Instituto Nacional de Estadísticas. Así también la Organización Mundial de Salud 

previó que este país ocupará el sexto lugar entre los de mayor cantidad de 

ancianos, con 32 millones en 2025. Es así que para Brasil es indispensable 

contar con leyes que aseguren los derechos de los ancianos por esto existe un 

estatuto del Anciano, que es una Ley Federal (Ley 10.741/2003), desarrollada a 
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través de la Política Nacional del Adulto Mayor con programas de inclusión que 

ponen en práctica los principios establecidos en el Estatuto. 

El instrumento legal específico (ley Nº 10.741), en el artículo 3, constriñe a la 

familia, la comunidad, la sociedad y al poder público a asegurar a la persona 

mayor, prioritariamente, la efectividad de sus derechos fundamentales como el 

derecho a la vida, a la salud, la alimentación, la educación, la cultura, el deporte, 

a realizar diversas actividades en su tiempo libre, al trabajo, a la ciudadanía, a la 

libertad, dignidad, respeto y convivencia familiar y comunitaria. En este mismo 

artículo se prevé la manera en que se harán efectivos estos derechos, 

agrupándolos en ocho importantes puntos, de entre los que se destacan:  

a) Atención preferencial, inmediata e individualizada, tanto de órganos públicos             

como privados prestadores de servicios a la población.  

b) Otorgamiento de prioridad a la atención integral que recibe la persona mayor  

por parte de su familia.  

c) Formulación y ejecución de políticas sociales públicas específicas. d) Destino 

privilegiado de recursos públicos en las áreas relacionadas con la protección 

de los adultos mayores.  

El artículo 4 aborda el tema de la discriminación, estableciendo que ninguna 

persona mayor será objeto de cualquier forma de negligencia, discriminación, 

violencia, crueldad u opresión, y que todo atentado a sus derechos, ya sea por 

acción u omisión, será penalizado conforme a la ley. 

Esta Ley contiene ciento diez artículos con normas de orden público e interés 

social los cuales abordan aspectos de los derechos humanos para las personas 

de la tercera edad como: “derecho a la vida, libertad, dignidad, salud, seguridad 

pública, educación, deportes, vivienda social, asistencia social, trabajo y 

transportes así como la necesidad de que el gobierno federal reafirme su 

compromiso con la reducción de daños a la población mayor.” (Maio, 2017, pág. 

37).  
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Estos son los derechos que se garantizan en la Ley del adulto mayor de este 

país, sin embargo, no existe una ley específica en la cual se establezca como 

derecho del anciano el demandar una pensión alimenticia para su sustento, 

siendo una falla en el sistema legal de este país ya que vulnera todos los 

derechos de los adultos mayores, en especial el derecho de alimentos que 

muchas veces no se cumple. 

1.4.3 Legislación Chilena 

El derecho a la seguridad social está tutelado en el artículo 18 de la Constitución 

chilena: “Las leyes que regulen el ejercicio de este derecho serán de quórum 

calificado. La acción del Estado estará dirigida a garantizar el acceso de todos 

los habitantes al goce de prestaciones básicas uniformes, sea que se otorguen 

a través de instituciones públicas o privadas. La ley podrá establecer 

cotizaciones obligatorias. El Estado supervigilará el adecuado ejercicio del 

derecho a la seguridad social”; mientras que las cuestiones relativas a la libertad 

de trabajo las establece el artículo 16: “Toda persona tiene derecho a la libre 

contratación y a la libre elección del trabajo con una justa retribución. Se prohíbe 

cualquiera discriminación que no se base en la capacidad o idoneidad personal, 

sin perjuicio de que la ley pueda exigir la nacionalidad chilena o límites de edad 

para determinados casos”. En esta norma se observa una clara manifestación 

que permite la fijación de límites de edad para el ejercicio de un derecho.  

La legislación chilena es una de las primeras en reformar el anticuado  sistema 

de seguridad social, cambiando primeramente el sistema público existente hasta 

la fecha en donde fue aprobado, basado esencialmente en un sistema exclusivo 

de la capitalización individual, escogiendo por lo tanto un modelo sustitutivo que 

que pone un fin progresivo al actual sistema público, en donde no se permiten 

nuevos afiliados y es reemplazado por un sistema privado (Mesa Lago, 2004).  

En el artículo 1 de la ley sobre Seguridad Social Nº 3.500 (1980) se establece la 

creación de un sistema de pensiones de vejez derivado de la capitalización 

individual, efectuada en organismos denominados Administradoras de Fondos 

de Pensiones (AFP).  
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Respecto al derecho de alimentos de los adultos mayores en este país se 

establecen parámetros de filiación para reclamar este derecho como se 

encuentra en el artículo 321 del Código Civil en donde se contempla a un amplio 

grupo de personas a quienes por ley se debe dar alimentos: 

Se deben alimentos: 

ü 1º Al cónyuge; 

ü 2º A los descendientes; 

ü   3º A los ascendientes; 

ü   4º A los hermanos; 

ü 5º Al que hizo una donación cuantiosa […]”. (Código Civil, 2000, pág. 84) 

En consecuencia según el artículo 321 numeral 3 del Código Civil, los 

ascendientes tienen derecho a demandar alimentos, por lo que cumpliéndose 

los requisitos para demandar este derecho, éstos no requieren pertenecer a un 

grupo etario en particular.  

Marcos Pincheira Barrios  sostiene entonces que “los adultos mayores tienen 

derecho de alimentos en cuanto son ascendientes del alimentante, y no por la 

edad que tienen.” (Barrios, 2010, pág. 48). Por lo tanto el derecho de los 

ancianos para reclamar alimentos es más bien por su grado de consanguinidad 

con el alimentante, que por su edad, debido a que la filiación ocupa un rol 

importante en materia de alimentos. 

Además cabe destacar lo dispuesto por el inciso tercero del artículo 324 del 

Código Civil Chileno: “Quedarán privados del derecho a pedir alimentos al hijo el 

padre o madre o la madre que le haya abandonado en su infancia, cuando la 

filiación haya debido ser establecida por medio de sentencia judicial contra su 

oposición”. (Código Civil, 2000, pág. 85) Como ocurre en este caso para que el 

anciano pueda exigir este derecho de alimentos, es necesario que no esté 

prohibido por una norma legal. 

Parte de los requisitos para demandar pensión de alimentos por parte de los 

ancianos encontramos que en ciertas materias la ley establece algunas 
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diferencias según quién sea el alimentario, por ejemplo, en lo relativo a 

la presunción de solvencia del demandado, si quien demanda la pensión de 

alimentos lo hace en calidad de hijo. En general, los requisitos son los mismos 

señalados en la publicación sobre derecho de alimentos, que básicamente son: 

1. Título legal. Aquí no hay ninguna dificultad, pues éste se tiene por la calidad 

de ascendiente (artículo 321 Nº 3 del Código Civil). 

2. Necesidad del alimentario. Se debe estar en una condición en donde no se 

cuenta con lo suficiente para subsistir modestamente de un modo 

correspondiente a su posición social (artículo 330 del Código Civil). 

3. Capacidad del alimentante. El alimentante (hijo o nieto, por ejemplo) debe 

tener la capacidad de dar alimentos. (Barrios, 2010, pág. 124) 

Como manifiesta Marcos Barrios en su artículo sobre los derechos de las 

personas adultas mayores a exigir una pensión alimenticia, se encuentran estos 

requisitos a los cuales se debe apegar el demandante. 

1.4.4 Legislación Colombiana 

En Colombia la Constitución Política establecida en el año de 1991 contempla 

claramente en su artículo 46 que: “El Estado, la sociedad y la familia concurrirán 

para la protección y la asistencia de las personas de la tercera edad y 

promoverán su integración a la vida activa y comunitaria. El Estado les 

garantizará los servicios de la seguridad social integral y el subsidio alimentario 

en caso de indigencia”. (Constitución Política, 1991) 

Como se pude observar en la legislación colombiana, específicamente en la 

constitución se protege de forma directa y eficaz al adulto mayor, garantizando 

su protección y asistencia, así como también una integración a la sociedad, 

brindando los servicios de seguridad social. Lo novedoso de este país es que 

establece también como garantía un subsidio alimentario cuando el adulto mayor 

se encuentre en situaciones de indigencia o abandono, siendo un parámetro de 

suma importancia que se debería implementar en el Ecuador. 
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La Ley 100 de la Seguridad Social Integral, de 1993, establece que el objeto del 

sistema general de pensiones es: “garantizar a la población, el amparo contra 

las contingencias derivadas de la vejez, la invalidez y la muerte, mediante el 

reconocimiento de las pensiones y prestaciones que se determinan en la 

presente Ley, así como propender por la ampliación progresiva de cobertura a 

los segmentos de población no cubiertos con un sistema de pensiones.”  (Ley 

100 de la Seguridad Social Integral) 

Esta ley lo que busca es complementar a la Constitución Política de este país, 

coadyuvando a cumplir sus garantías para el adulto mayor, bridando mediante 

esta Ley de Seguridad Social Integral beneficios que garanticen que el adulto 

mayor viva dignamente y se desarrolle de acuerdo a sus condiciones. El sistema 

general de pensiones se compone de dos regímenes solidarios excluyentes de 

carácter público y privado respectivamente, con los cuales funciona el régimen 

que garantiza una pensión para que el adulto mayor viva dignamente.  

El artículo 12 de esta Ley, establece que: “El Sistema General de Pensiones está 

compuesto por dos regímenes solidarios excluyentes pero que coexisten, a 

saber:  

a. Régimen Solidario de Prima Media Definida con Prestación Definida; La 

legislación en favor de las personas mayores en América Latina y el Caribe. 

b. Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad. También se establece la 

existencia de un Fondo de Solidaridad Pensional, destinado a ampliar la 

cobertura mediante el subsidio a los grupos de población que, por sus 

características y condiciones socioeconómicas, no tienen acceso a los 

sistemas de seguridad social, tales como campesinos, indígenas, 

trabajadores independientes, artistas, deportistas y madres comunitarias.” 

(Ley 100 de la Seguridad Social Integral)  

Existen casos de la Corte Constitucional de Colombia en donde se sentencia el 

caso T-685/14, en referencia al Derecho al Mínimo Vital del Adulto Mayor en 

cuanto a la afectación que se produce cuando se omite el pago de la cuota 

alimentaria encontrando que la mencionada  Corporación se ha pronunciado en 
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varias ocasiones sobre casos en los que adultos mayores no tienen una pensión 

ni ningún ingreso económico que le permita mantenerse por sí solo, es así que 

se señala “resulta importante la obligatoriedad que deben tener los 

descendientes o compañeros sentimentales para que asuman el costo de las 

necesidades básicas de ellos.” (Colombia, 2014, pág. 12) 

Es así que en caso de que estas personas adultas mayores dependan para su 

supervivencia del pago de una pensión alimentaria, y no se diera cumplimiento 

a esa obligación se vulneraría su derecho fundamental al mínimo vital, y por lo 

tanto se incumpliría el deber constitucional del Estado y de las familias el cual es 

velar por la seguridad de aquellas personas que se encuentren en algún tipo de 

situación vulnerable ya sea por su condición económica, física o mental. De este 

modo se puede evidenciar que en este Estado las personas de la tercera edad 

son consideradas como sujeto especial de protección constitucional, lo cual les 

otorga mayor garantía para el goce pleno de sus derechos. 

1.5 Conclusiones parciales del capítulo I  

ü El derecho a la alimentación de las personas adultas mayores es un tema de 

gran importancia, debiendo el Estado darle mucha más atención, por cuanto 

las consecuencias que conllevan la vulneración de este derecho afectan las 

garantías constitucionales establecidas en la misma, entre estas garantías 

está el derecho a vivir con dignidad, así como también el derecho al buen 

vivir en todos los sentidos que esto trae consigo, poniendo énfasis en el 

derecho a una buena alimentación.  

ü Las personas a las cuales se les vulnera estos derechos, forman parte de los 

grupos de atención prioritaria, y la normativa nacional e internacional ha 

establecido instrumentos que garanticen su atención y cuidado, debiendo el 

Estado ecuatoriano buscar formas de establecer políticas públicas que 

tengan como finalidad el buscar el cumplimiento de los derechos que tienen 

los adultos mayores en los diferentes cuerpos legales. 

ü La Constitución de la República del Ecuador en su artículo 66 garantiza una 

serie de derechos entre estos, el derecho a una vida digna que aseguren la 

salud, alimentación y nutrición, derechos que no se cumplen cuando nos 
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referimos a personas adultas mayores que se encuentran desamparadas por 

sus hijos o no los han tenido, esto por desconocimiento de como exigir el 

derecho a la alimentación a sus familiares. 

ü Es necesario que exista una socialización acerca de cómo las personas 

adultas mayores pueden exigir el derecho a la alimentación; derecho que no 

solamente puede exigirse a sus hijos, sino también a sus familiares, de 

acuerdo a lo que establece la Ley del Adulto Mayor dando cumplimiento a los 

derechos constitucionales que garantizan el derecho a la alimentación, salud 

gratuita, jubilación universal, vivienda digna, entre otros.  
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CAPÍTULO II MARCO METODOLÓGICO Y PLANTEAMIENTO DE LA 

PROPUESTA.  

2.1 Caracterización del sector de la investigación  

La presente investigación fue realizada a los adultos mayores que se encuentran 

en el Centro del Adulto Mayor “Caranqui”, así como también a profesionales que 

prestan sus servicios en este lugar con la finalidad de obtener diferentes puntos 

de vista acerca del tema investigado que permitan tener más claro las 

expectativas del desarrollo de la propuesta.  

1.6 Descripción del procedimiento metodológico para el desarrollo de la 

investigación.  

1.6.1 Métodos  

ü Método histórico lógico  

Este método ha contribuido a identificar información sobre hechos pasados de 

forma ordenada y conocer los diversos problemas que ocasiona el 

desconocimiento que tienen los adultos mayores para exigir el derecho de 

alimentos. Lo lógico y lo histórico se complementan y vinculan mutuamente, 

permitiendo descubrir las bases y fundamentos del derecho de alimentos, el 

método lógico se basa en los datos que proporciona el método histórico.  

ü Método inductivo deductivo  

Este método es un modo de razonar, que nos lleva de lo particular a lo general 

y permite buscar la solución de un problema. Fueron utilizados en esta 

investigación para establecer de manera concreta el problema actual de la 

presente investigación, siendo el desconocimiento que tienen los adultos 

mayores acerca de exigir el cumplimiento del derecho de alimentos; como 

también, permitió identificar datos generales aceptados como válidos, 

concluyendo que existe un incumplimiento del derecho de alimentos que tienen 

los adultos mayores. 



41 

ü Método analítico sintético  

Este método analítico descompone una idea o un objeto en sus elementos y el 

sintético combina estos elementos y forma un todo, es decir va de lo general a 

lo específico, sirve para llegar de los efectos a las causas del problema 

investigado. 

En la investigación se realizó un análisis general de la problemática existente 

acerca del desconocimiento que tienen los adultos mayores de exigir el derecho 

de alimentos, dando paso a estructurar soluciones de acuerdo a las necesidades 

actuales que el ordenamiento jurídico tiene en materia de derechos humanos y 

en especial del derecho a una vida digna.   

1.6.2 Técnicas  

ü Observación  

La observación aplicada se la realizó mediante la lectura, a través de un conjunto 

de bibliografía seleccionada con anterioridad, cuyo objetivo es analizar todo lo 

referente al derecho de alimentos. Fue necesario emplearla durante toda la 

investigación, y más aún al saber las condiciones en las que se encuentran 

aquellas personas adultas mayores que fueron abandonadas y no tiene ningún 

medio para sus subsistencia, esta técnica permitió conocer las causas por las 

cuales existe este tipo de conductas hacia este grupo de atención prioritaria 

según la Constitución de la República del Ecuador.    

ü Encuesta  

Sirvió para dar respuestas a problemas tanto en términos descriptivos como de 

relación de las variables y estuvo dirigida específicamente a la población adulta 

mayor, con el objetivo de obtener datos de esta parte importante de la población 

como son las personas adultas mayores, así como también los profesionales del 

Derecho de la ciudad de Ibarra, provincia de Imbabura, quienes aportaron con 

información de trascendental importancia para poder llevar a cabo el trabajo de 

investigación.  
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ü Entrevista 

Este instrumento consistió en recoger la información a través de un proceso de 

comunicación abierta a una muestra de profesionales que desarrollan sus 

actividades en el centro de atención y cuidado de adultos mayores “Caranqui”, 

con lo cual se pudo obtener el criterio profesional sobre las causas acerca del 

abandono que sufren los adultos mayores y el desconocimiento que existe para 

exigir el derecho de alimentos.   

1.6.3 Instrumentos  

ü Ficha de observación  

ü Cuestionario  

ü Guía de entrevista  

1.7 Validación y/o evaluación de resultados de su aplicación  

1.7.1 Modelo, sistema, metodológico, procedimiento, de la aplicación de 

los resultados de la investigación  

1.7.2 Modalidad de la investigación  

La modalidad de la investigación es de carácter cualitativa y cuantitativa con 

tendencia a la primera ya que se trata de un problema social y se caracteriza por 

el predominio de la aplicación de métodos teóricos, sin embargo, en la modalidad 

cuantitativa se aplicó métodos empíricos para la recolección de la información y 

su interpretación mediante modelos matemáticos, estadísticos y en el análisis de 

las modalidades se emplearon tablas y gráficos. 

1.7.3 Tipo de investigación.  

El tipo de investigación aplicada es la bibliográfica ya que se realiza a través de 

consultas de libros, revistas, entre otros textos escritos por diferentes autores; 

jurídica porque necesario considerar la doctrina que existe sobre el tema tratado 

y de campo por cuanto es realizada en el lugar y tiempo en que ocurren los 

hechos objeto de la investigación.  
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1.8 Población y muestra  

1.8.1 Población 

La realización de esta investigación se aplicó en la ciudad de Ibarra, en el año 

2018, en los meses de junio y julio. La población universo corresponde a los 

adultos mayores que conforman el Centro de Atención y Cuidado Adulto Mayor 

“Caranqui”, los cuales de acuerdo a la información brindada por dicho centro se 

encuentran internos 160 adultos mayores; y profesionales que prestan sus 

servicios en dicha institución que son un total de 20, así como también 150 

profesionales del derecho en libre ejercicio conocedores del tema y finalmente 

50 personas entre jueces y otros empleados judiciales. Dando un total de 380 

personas. 

1.8.2 Muestra  

Para encontrar la muestra en la investigación se aplicó la siguiente fórmula:  

n= muestra  

N= Población  

E=Error Máximo Admisible  

ὲ
ὔ

Ὁ ὔ ρ ρ
 

 

ὲ
σψπ

πȢπρσψπρ ρ
 

 

ὲ
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ὲ
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σσȢω
 

 

ὲ ρωυ 

 

Luego de la aplicación de la fórmula, la encuesta se realizará a 195 personas 

pertenecientes a la población seleccionada. 
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1.8.3 Análisis de los resultados finales de la investigación.  

A continuación, se analizan los resultados obtenidos con la aplicación de las 

entrevistas y encuestas respectivamente; las primeras realizadas a profesionales 

del derecho que concurren o transitan por los alrededores o en las instalaciones 

de la Función Judicial y adultos mayores que se encuentran internos en el centro. 

1. ¿Cree usted que existe discriminación en contra de las personas de la 

tercera edad o adultos mayores? 

 

 

 

 

Análisis e interpretación de resultados: 

De la encuesta realizada un 65% manifiesta que si creen que existe 

discriminación hacia las personas adultas mayores, mientras que un 35% dice 

que no existe discriminación a este grupo de atención prioritaria. 

65%

35%

PREGUNTA No. 1

SI

NO

Tabla 1 Discriminación adulto mayor 

RESPUESTA  FRECUENCIA  PORCENTAJE 

SI 127 65% 

NO 68 35% 

TOTAL 195 100% 

Figura 1. Discriminación adulto mayor 
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2. ¿Cree que los adultos mayores pertenecen a un grupo de atención 

prioritaria y especializada? 

  

 

 

 

 

Figura 2. Grupos de atención prioritaria 

 

Análisis e interpretación de resultados: 

El 28% de las personas encuestadas sabe que las personas adultas mayores 

pertenecen a un grupo de atención prioritaria, mientras que un 72% es decir la 

mayoría de la población encuestada no conoce si un adulto mayor forma parte 

de estos grupos.    

 

 

28%

72%

PREGUNTA No. 2

SI

NO

Tabla 2 Grupos de atención prioritaria 

RESPUESTA  FRECUENCIA  PORCENTAJE 

SI  54 28% 

NO  141 72% 

TOTAL 195 100% 
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3. ¿Piensa usted que brindar una atención y protección especializada a las 

personas adultas mayores, es? 

 

 

 

 

 

 

 

Análisis e interpretación de resultados: 

Solamente un 7% de los encuestados cree nada importante brindar una atención 

especializada a las personas adultas mayores, un 19% lo considera poco 

importante, mientras que un importante han enfrentado el padecer una 

enfermedad catastrófica, mientras que un 74% es decir   casi la mayoría 

considera muy importante el brindar atención a los adultos mayores. 

 

74%

19%
7%

PREGUNTA No. 3

MUY IMPORTANTE

POCO IMPORTANTE

NADA IMPORTANTE

Tabla 3. Discriminación adulto mayor 

RESPUESTA  FRECUENCIA  PORCENTAJE 

MUY IMPORTANTE  144 74% 

POCO IMPORTANTE  38 19% 

NADA IMPORTANTE  13 7% 

TOTAL 195 100% 

Figura 3. Discriminación adulto mayor  
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4. ¿Conoce usted si los adultos mayores tienen el derecho legal y 

constitucional de recibir una pensión alimenticia justa por parte de sus 

hijos?  

 

 

 

 

 

 

Análisis e interpretación de resultados: 

El derecho a brindar alimentos a las personas adultas mayores por parte de sus 

hijos no es conocido por un 75% de las personas encuestadas equivalente a la 

mayoría de la población, mientras que solamente un 25% conoce acerca de este 

derecho.  

 

 

75%

25%

PREGUNTA No. 4

SI

NO

Tabla 4. Pensión alimenticia 

RESPUESTA  FRECUENCIA  PORCENTAJE 

SI 48 25% 

NO 147 75% 

TOTAL 195 100% 

Figura 4. Pensión alimenticia  
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5. ¿Cree que los adultos mayores no exigen su derecho de alimentos por 

desconocimiento de la ley? 

 

 

 

 

 

 

Análisis e interpretación de resultados: 

La mayor parte de la población encuestada, es decir un 86% está de acuerdo 

con que los adultos mayores no exigen el derecho de alimentos por 

desconocimiento de la ley, y el 14% manifiesta que no es por desconocimiento 

sino por otras causas.   

 

 

86%

14%

PREGUNTA No. 5

SI

NO

Tabla 5. Desconocimiento derecho de alimentos 

RESPUESTA  FRECUENCIA  PORCENTAJE 

SI 168 86% 

NO 27 14% 

TOTAL 195 100% 

Figura 5. Desconocimiento derecho de alimentos 
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6. ¿Sabe acerca de la obligación legal que los hijos y familiares tienen de 

cuidar de los adultos mayores? 

 

 

 

 

 

 

Análisis e interpretación de resultados: 

El 52% de la población encuestada desconoce acerca de la obligación legal que 

los hijos y familiares tienen de cuidar a las personas adultas mayores, mientras 

que el 48% desconoce de esta obligación.    

 

 

48%52%

PREGUNTA No. 6

SI

NO

Tabla 6. Obligación legal 

RESPUESTA  FRECUENCIA  PORCENTAJE 

SI  94 84% 

NO  101 12% 

TOTAL 195 100% 

Figura 6. Obligación legal  
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7. ¿Considera que los funcionarios públicos y operadores de justicia 

deben brindar las facilidades necesarias para que haya una ágil 

tramitación en procesos de pensiones alimenticias planteados por 

adultos mayores? 

 

 

 

Análisis e interpretación de resultados: 

Un 88% de la totalidad de encuestados manifiestan que si se debe brindar 

facilidades por parte de los funcionarios públicos para la tramitación de las 

pensiones alimenticias, un 12% dice que no es necesario por cuanto actualmente 

ya se brinda estas facilidades.  

 

88%

12%

PREGUNTA No. 7

SI

NO

Tabla 7.  Pensiones alimenticias  

RESPUESTA             FRECUENCIA PORCENTAJE 

SI 172 88% 

NO 23 12% 

TOTAL 195 100% 

Figura 7. Pensiones alimenticias 
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8. ¿Le parece necesario que el Estado promueva más la protección del 

adulto mayor en lo referente a su alimentación y subsistencia?  

 

 

 

 

 

 

Análisis e interpretación de resultados: 

La acción del Estado es necesaria para un 91% de la población encuestada, 

mientras que para un 9% no lo es, evidenciando que el Estado es el principal 

ente para promover la aplicación de derechos.    

 

 

91%

9%

PREGUNTA No. 8

SI

NO

Tabla 8. Protección del Estado 

RESPUESTA  FRECUENCIA  PORCENTAJE 

SI 187 91% 

NO  8 9% 

TOTAL 195 100% 

Figura 8. Protección del Estado 
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9. ¿Considera que hacerles conocer a los adultos mayores acerca de su 

derecho de alimentos, así como a quienes están obligados a brindarlo 

es?  

 

 

 

 

 

 

 

 

Análisis e interpretación de resultados: 

El 93% es decir casi el total de las personas encuestadas están de acuerdo con 

que se debe hacer que los adultos mayores conozcan acerca de su derecho de 

alimentos, así como también quienes están obligados a brindarles cuidados, 

mientras que un 5% dice que es poco importante y para el 2% es nada 

importante.     

93%

5%2%

PREGUNTA No. 9

MUY IMPORTANTE

POCO IMPORTANTE

NADA IMPORTANTE

Tabla 9. Conocimiento del derecho de alimentos  

RESPUESTA  FRECUENCIA  PORCENTAJE 

MUY IMPORTANTE  181 93% 

POCO IMPORTANTE  10 5% 

NADA IMPORTANTE 4 2% 

TOTAL 195 100% 

Figura 9. Conocimiento del derecho de alimentos  
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10. ¿Cree usted necesaria la realización de un análisis jurídico sobre la 

normativa legal vigente a favor del adulto mayor respecto al derecho de 

alimentos para evitar su vulneración?  

 

 

 

 

 

 

Análisis e interpretación de resultados: 

El 97% del total de las personas encuestadas están de acuerdo con que se 

realice un análisis jurídico de la normativa vigente a favor del adulto mayor y el 

3% no está de acuerdo con el mismo. 

 

97%

3%

PREGUNTA No. 10

SI

NO

Tabla 10. Análisis Jurídico 

RESPUESTA  FRECUENCIA  PORCENTAJE 

SI 189 97% 

NO  6 3% 

TOTAL 195 100% 

Figura 10. Análisis Jurídico 
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1.9 Conclusiones parciales del capítulo II  

ü Los métodos, técnicas e instrumentos aplicados en la investigación han 

permitido recopilar información verídica y confiable, necesaria para 

diagnosticar el estado real del problema investigado, permitiendo obtener 

puntos de vista para poder dar una solución eficaz al mismo.   

 
ü Las entrevistas fueron realizadas a profesionales que prestan servicios en el 

Centro del Adulto Mayor esto permitió obtener conclusiones para saber 

cuáles son las causas por las cuales existe el abandono de este grupo de 

atención prioritaria.  

 

ü La aplicación de las encuestas permitió obtener criterios de quienes son el 

pilar fundamental de esta investigación, los adultos mayores, los cuales 

supieron brindar las facilidades necesarias para poder saber la situación 

actual en la que se encuentran las personas adultas mayores y cuáles son 

las causas de su abandono por parte de familiares. 

 
ü Para la mayoría de ciudadanos encuestados, existen varias causas por las 

cuales se abandona al adulto mayor, pero una de las principales es que por 

su edad ya no son capaces de hacer las cosas por sí mismos, motivo por el 

cual sus familiares proceden a su abandono o internamiento en casas de 

asistencia.  

 

 

  



55 

2 CAPÍTULO III DESARROLLO DE LA PROPUESTA 

2.1 Propuesta del presente trabajo de investigación.  

2.1.1 Título de la propuesta  

Análisis jurídico para determinar como el desconocimiento del derecho de 

alimentos afecta el ejercicio del mismo por parte del adulto mayor con la finalidad 

de evitar la vulneración de este derecho constitucional. 

2.1.2 Objetivo 

Realizar un documento de análisis jurídico para determinar como el 

desconocimiento por parte del adulto mayor del derecho de alimentos afecta en 

la aplicación y ejercicio del mismo con la finalidad de evitar su vulneración.  

2.1.3 Justificación  

La propuesta resulta conveniente, por cuanto actualmente en Ecuador se cuenta 

con varias leyes jurídicas, siendo el resultado el que haya un estado más 

garantista y protector de derechos, por cuanto una de sus principales 

características es que todos los derechos son de directa aplicación, exigibles y 

justiciables; pero sin que esto quiera decir que la normativa es correcta y que no 

deban hacerse cambios en la misma.  

Resulta relevante la presente propuesta en razón de que a través de un análisis 

jurídico se va a lograr determinar cuáles son las falencias y fortalezas que existen 

en nuestro estado y en su sistema jurídico, en torno a vulneración de los 

derechos que tienen las personas adultas mayores específicamente el derecho 

de alimentos que les garantice una vida digna con un trato de acuerdo a su edad.   

La implicación práctica se da por cuanto únicamente a través del análisis jurídico 

se puede precisar de forma clara y evidente cuales son las causas por las cuales 

el derecho de alimentos hacia las personas adultas mayores no se efectiviza, 

dando como resultado la vulneración de sus derechos a vivir dignamente, 

debiendo darles un trato preferencial.  
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2.1.4 Descripción de la propuesta 

La actual propuesta trata de un análisis jurídico que gira alrededor del derecho 

que tienen las personas adultas mayores a que sus familiares les brinden 

alimentos para su subsistencia, desde un punto de vista crítico que tiene como 

lineamientos conocer cuáles son las principales dificultades que tiene la 

aplicación del procedimiento de para exigir el derecho de alimentos por parte de 

las personas adultas mayores, dando como resultado el que muchos de ellos 

queden sin un modo de subsistir de forma digna, afectando con esto sus 

derechos constitucionales.  

2.2 Desarrollo del cuerpo central  

La presente propuesta es resultado de la investigación que se ha llevado a cabo 

referente a los adultos mayores en cuanto al desconocimiento que tienen para 

exigir sus derechos, en este caso el derecho de alimentos, mismo que se 

garantiza tanto en la legislación nacional como internacional. La Declaración 

Universal de los Derechos Humanos reconoce este derecho que se encuentra 

previsto en el artículo 25 numeral 1 estableciendo que el derecho de toda 

persona y de su familia es tener un nivel de vida adecuado que le asegure, la 

salud y el bienestar, y en especial la alimentación, en los casos de vejez tienen 

derecho a ser asegurados cuando por causas independientes a su voluntad 

pierdan sus medios de subsistencia; así también la Constitución de la República 

del Ecuador reconoce este derecho en el artículo 13; donde se establece que las 

personas y colectividades tienen derecho al acceso seguro y permanente a 

alimentos sanos, suficientes y nutritivos, es decir es responsabilidad del Estado 

promover la soberanía alimentaria, la cual es un objetivo estratégico y obligación 

del mismo que garantiza el alcanzar la autosuficiencia de alimentos sanos. 

Además la misma Constitución establece grupos de atención prioritaria, siendo 

uno de ellos las personas adultas mayores; en el artículo 36 establece que: “Las 

personas adultas mayores recibirán atención prioritaria y especializada en los 

ámbitos público y privado, en especial en los campos de inclusión social y 

económica, y protección contra la violencia.” (Consitución de la República del 
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Ecuador , 2008). Esto no es más que una garantía mediante la cual el Estado se 

encarga de brindar una vida digna a estos grupos prioritarios que forman parte 

del mismo por ser vulnerables. 

La Ley Orgánica de Protección Prioritaria de los Derechos de las Personas 

Adultas Mayores en su artículo 4 literal b establece la igualdad formal y material 

de las personas adultas mayores, en donde dice que son iguales ante la ley y 

gozaran de su protección y beneficio sin discriminación alguna.  

Así también se encuentran los deberes tanto de la sociedad como de la familia 

para con el adulto mayor, los cuales se encuentran en el artículo 9 y 10 y se 

detallan a continuación: 

Deberes de la Sociedad: 

ü Dar un trato especial y preferente a las personas adultas mayores; 

Esto es que en cualquier entidad o servicio público y privado se debe dar 

preferencia a este grupo de atención prioritaria, adecuando espacios aptos para 

estos y educando a la sociedad en general para tratarlos de acuerdo a su 

condición, desde lo más básico como ceder un puesto en bus de transporte 

público, ayudar a cruzar una vía o brindarle un servicio ágil y preferente en una 

entidad financiera. 

ü Generar espacios de promoción de derechos y reconocimiento del saber, 

habilidades, competencias, destrezas y potencialidades de las personas 

adultas mayores; 

Es decir que existan espacios en los cuales las personas adultas mayores 

puedan interactuar entre sí, con la finalidad de desarrollar sus habilidades y 

destrezas, además de darles a conocer todos los derechos que son garantizados 

por el Estado para su beneficio. 

ü Propiciar la participación de las personas adultas mayores en actividades de 

su interés; 
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Mediante proyectos acorde a sus necesidades que permitan integrar a todas las 

personas de la tercera edad brindando las facilidades para el desarrollo de 

diversas actividades en pro de su estabilidad emocional y física.  

ü Reconocer y respetar los derechos de las personas adultas mayores; 

Debiendo socializar a toda la ciudadanía en general para que colaboren y 

brinden facilidades para que se pueda cumplir los derechos de los adultos 

mayores, que se encuentran establecidos en la ley. 

ü Detener, evitar y denunciar cualquier acción u omisión que atente o vulnere 

los derechos de las personas adultas mayores; 

Es deber de todos y todas, dar a conocer cualquier tipo de vulneración de 

derechos, y más aun cuando se trata de quienes forman parte de los grupos de 

atención prioritaria como son los adultos mayores, por cuanto en muchos casos 

no pueden hacerlo por si mismos por la condición en la que se encuentran y en 

la mayoría de casos estas vulneraciones de derechos provienen de los mismos 

familiares.  

ü Participar de manera activa en la discusión, elaboración de planes, 

programas y proyectos y acciones en beneficio de las personas adultas 

mayores; 

Las personas adultas mayores para aplicar este derecho pueden organizarse y 

nombrar representantes, los cuales puedan participar en la elaboración de 

planes y proyectos en su beneficio aportando ideas y dando sus puntos de vista 

que son de gran importancia.  

ü Contribuir en la vigilancia y control social de las acciones dirigidas en 

beneficio de las personas adultas mayores por parte del Estado; 

Para cumplir este deber la sociedad debe velar por el cumplimiento de los 

derechos de las personas adultas mayores, mediante la participación constante 
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en las diferentes entidades públicas que brindan servicios para el cumplimiento 

de derechos de este grupo de atención prioritaria.  

ü Generar acciones de solidaridad hacía las personas adultas mayores con 

énfasis en aquellas que se encuentren en condiciones de especial 

vulnerabilidad; 

Esto es crear centros en los diferentes barrios en los cuales se pueda brindar 

especial atención a los adultos mayores que se encuentren en situación de 

abandono o vulnerabilidad, brindado los cuidados necesarios como vestido y 

alimentación mediante la colaboración de quienes forman parte de la sociedad.  

ü Desarrollar actividades que fomenten el envejecimiento saludable y la 

participación de las personas adultas mayores en estas actividades; y,  

Mediante los diversos programas de inclusión que existen para las personas 

adultas mayores como son bailo terapia, entre otras que el gobierno tiene 

implementadas. 

ü No aplicar criterios de discriminación y exclusión social en sus acciones 

cotidianas en contra de las personas adultas mayores; 

Esto es que por su edad no se debe excluir a las personas adultas mayores de 

las actividades que se realice a diario, se debe promover la inclusión en los 

hogares donde se tenga el privilegio de contar con una de estas personas. 

Deberes de la Familia: 

ü Reconocer y fortalecer las habilidades, competencias, destrezas, 

conocimientos y potencialidades de las personas adultas mayores; 

La familia juega un papel fundamental en la vida de una persona adulta mayor, 

ya que dentro del hogar se desarrollan todas las destrezas con las cuales se 

puede dar una mejor forma de vida a éstos, debiendo para esto quienes integran 

la familia interactuar con su persona adulta mayor. 
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ü Brindar y propiciar en beneficio de la persona adulta mayor un ambiente de 

respeto, reconocimiento y ayuda; 

Es decir, desde el hogar se debe brindar al adulto mayor el respeto que si 

merece, así como también reconocerlo como tal, dándole el debido trato de 

acuerdo a su condición y capacidades. 

ü Crear un entorno que satisfaga las necesidades básicas para mantener una 

adecuada nutrición, salud, desarrollo físico, psíquico, psicomotor, 

emocional y afectivo de las personas adultas mayores; 

Dentro del hogar del adulto mayor se debe propiciar una adecuada atención para 

con el mismo, en pro de generar una buena salud, nutrición y desarrollo en todos 

los sentidos tanto emocional como afectivo mismo que solo es responsabilidad 

de la familia con la cual trata la persona adulta mayor. 

ü Respetar la voluntad de las personas adultas mayores en lo que respecta 

a sus intereses y derechos; 

Esto es respecto a sus bienes, mismos que en muchos casos se ven presionados 

por sus propios hijos y familiares para ceder sus derechos aun en contra de su 

voluntad, vulnerando de esta forma sus derechos e intereses. 

ü Establecer espacios de relación intergeneracional entre los miembros de la 

familia; 

Lo que quiere decir este deber es que no se debe aislar al adulto mayor sino más 

bien integrarlo a la familia en una convivencia activa con sus hijos, nietos y 

demás personas que conforman el entorno familiar, estableciendo espacios 

adecuados para ello. 

ü Proteger a la persona adulta mayor de todo acto o hecho que atente o 

vulnere sus derechos; 
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En los casos de violencia o falta de cultura y conocimiento acerca de los 

derechos de las personas adultas mayores, se debe procurar la protección a los 

mismos por los familiares a cargo de su cuidado. 

ü Vincular a la persona adulta mayor en los servicios de seguridad social, 

salud y demás programas diseñados para su beneficio; 

Es deber de sus familiares encaminar a la persona adulta mayor por la vía 

correcta para que pueda exigir sus derechos y beneficios de forma ágil y eficaz 

brindando lo necesario para que pueda acceder a los mismos. 

ü Proporcionar a la persona adulta mayor espacios de recreación, cultura y 

deporte; 

El Estado a través de los diferentes organismos encargados de la protección del 

adulto mayor a implementado diversos programas y proyectos en cuanto al 

deporte y recreación del adulto mayor, es deber de los familiares hacerle conocer 

así como también hacer que sea participe de todos estos beneficios. 

ü Respetar las vivencias, cultura, tradiciones y expresiones de las personas 

adultas mayores; 

Esto es de gran importancia ya que una persona adulta mayor tiene gran riqueza 

cultural por sus vivencias y tradiciones que vienes consigo, debiendo respetar 

esto y aprovechar de la mejor forma en el caso de tener la grata suerte de su 

compañía.  

ü Promover la participación de las personas adultas mayores en la discusión, 

diseño, formulación y ejecución de políticas, planes, programas y proyectos 

de su interés; 

ü Aceptar y respetar el ejercicio de la autonomía y la autorrealización de las 

personas adultas mayores; y, 

ü Atender las necesidades psicoactivas de las personas adultas mayores 

cuando se encuentren en condiciones de institucionalización. En ningún 

caso podrán ser abandonadas o estar a cargo de la institución sin mantener 
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los lazos familiares. (Ley-Orgánica-de-Protección-Prioritaria-de-los-

Derechos-de-las-Personas-Adultas-Mayores, 2014) 

Además, las personas adultas mayores tienen derecho a desarrollar una vida 

digna, garantía que se hace efectiva mediante el acceso a los recursos y 

oportunidades tanto laborales como económicas, políticas, educativas, 

culturales, espirituales y recreativas, así también al perfeccionamiento de sus 

habilidades, competencias y potencialidades, con la finalidad de alcanzar su 

desarrollo personal y comunitario que le permita fomentar su autonomía 

personal. 

Entre los derechos que se encuentra este cuerpo normativo destacan: 

El derecho a decidir libre, responsable y conscientemente sobre su participación 

en el desarrollo del país y la definición de su proyecto de vida conforme a sus 

tradiciones y creencias;  

El derecho a un trabajo digno y remunerado en igualdad de condiciones y a no 

ser discriminado en las prácticas relativas al empleo, garantizando la equidad de 

género e interculturalidad;  

El derecho a una vivienda adecuada y digna sin que su familia o apoderados 

puedan limitar su derecho de use, goce y disposición; el derecho a la 

accesibilidad de bienes y servicios de la sociedad, eliminando las barreras que 

impidan o dificulten su normal desenvolvimiento e integración social. 

Garantizando que en toda obra pública y privada el acceso público a través de 

medios de circulación adecuados para las personas adultas mayores; 

El derecho a la salud integral de manera universal, gratuita, solidaria, equitativa, 

y oportuna a los servicios de promoción, prevención, recuperación, cuidados 

paliativos, atención eficiente y rehabilitación especializada permanente, 

prioritaria en las entidades públicas y privadas que presten servicios de salud 

con enfoque de género, generacional e intercultural. 
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Es indispensable analizar un derecho tan importante como los nombrados 

anteriormente, el derecho de alimentos el cual se encuentra en el artículo 34 de 

esta ley, dando a conocer aspectos importantes como ante quien el adulto mayor 

puede interponer la acción para reclamar este derecho. Específicamente el 

artículo mencionado establece que las personas adultas mayores que carezcan 

de recursos económicos para su subsistencia o cuando por su condición física o 

mental no les permita subsistir por sí mismas, tendrán el derecho a una pensión 

alimenticia por parte de sus familiares que les permita satisfacer sus necesidades 

básicas y tener una vida en condiciones de dignidad. 

La pensión mensual de alimentos será fijada por las juezas y jueces de la 

Familia, Mujer, Niñez y Adolescencia mediante el trámite definido en la normativa 

vigente. El monto de las pensiones alimenticias será determinado conforme a la 

tabla emitida por el rector de Inclusión Económica y Social conforme a las 

necesidades reales de las personas adultas mayores y a la capacidad económica 

de la o las personas alimentantes que deberá enviarse por mensualidades 

anticipadas, dentro de los primeros cinco días de cada mes. 

Las personas adultas mayores podrán interponer la acción para reclamar su 

derecho a alimentos a su cónyuge o pareja en unión de hecho, a sus 

descendientes hasta el segundo grado de consanguinidad y a los hermanos o 

hermanas. Y si es el caso cuando existan más de un pariente la parte 

demandada deberá incluir a todos los sujetos que compartan el mismo 

parentesco. 

Algo novedoso y un gran avance en esta normativa es que se reconoce la acción 

popular en las reclamaciones de alimentos, a favor de las personas adultas 

mayores; es decir, cualquier persona que conozca de uno de estos casos podrá 

poner esta situación en conocimiento de una jueza o juez Especializado de 

la  Familia, Mujer, Niñez y Adolescencia del domicilio de la persona adulta mayor 

mismo que en todo caso iniciará de oficio la acción legal  que considere 

pertinente y fijará una pensión de acuerdo al caso, sin perjuicio de que remita 

este hecho a la autoridad penal competente cuando exista la presunción de delito 

de abandono. 
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En cuanto a la extinción de este derecho se debe saber que el derecho a percibir 

la pensión alimenticia se extingue por la muerte de la persona adulta mayor o 

por la muerte de todos los obligados a prestar alimentos. 

2.2.1 Validación, aplicación y evaluación de los resultados de la aplicación 

de la propuesta 

En base a la información obtenida se ha llegado a determinar la necesidad de 

que exista una socialización por parte de los funcionarios del Ministerio de 

Inclusión Económica y Social MIES, dirigida a los adultos mayores en cuanto al 

derecho de alimentos que pueden exigir a sus familiares para su subsistencia 

siempre y cuando no tengan los medios suficientes para hacerlo. Por cuanto 

producto del desconocimiento se vulneran derechos constitucionales, siendo uno 

de los principales el derecho al buen vivir mismo que incluye garantías básicas 

que el Estado debe promover como el derecho a la salud, alimentación, vivienda, 

entre otros; tomado en cuenta además que las personas adultas mayores forman 

parte de los grupos de atención prioritaria debiendo darles más importancia por 

cuanto son ese grupo vulnerable y débil de la sociedad. 

2.2.2 Impactos  

Impacto Social  

El que exista desconocimiento del derecho de alimentos por parte de los adultos 

mayores afecta de manera específica y directa a este grupo vulnerable de la 

sociedad por cuanto por sus condiciones de edad entre otras, no pueden o no 

tienen los medios para subsistir por sí mismos. Esto como resultado de que las 

autoridades correspondientes no han tomado medidas para que exista más 

información acerca de este derecho de gran importancia, vulnerando derechos 

constitucionales como es el derecho al buen vivir, así como también el derecho 

de soberanía alimentaria establecido en la Constitución de la República del 

Ecuador.  
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Impacto jurídico  

El presente proyecto de investigación en el marco jurídico regula, controla y 

previene, con el fin de mantener un equilibrio social en cuanto a las personas 

adultas mayores que forman parte del grupo de atención prioritaria, permitiendo 

la no violación del derecho de alimentos que estos tienen. Legalidad que se 

encuentra establecida en la Constitución de la República del Ecuador de la cual 

se despliegan todas las leyes y normas en defensa y protección de las personas 

adultas mayores, siendo este el principal fundamento para que se socialice la 

exigibilidad del derecho de alimentos que tiene este grupo de atención prioritaria 

hacia sus familiares.  

2.3 Conclusiones parciales del capítulo III  

ü El derecho constitucional de alimentos como garantía básica del Estado, no 

se cumple en el caso de las personas adultas mayores, mismas que forman 

parte de los grupos de atención prioritaria que establece la Constitución de la 

República del Ecuador, por cuanto no hay una correcta difusión de la 

exigibilidad de este derecho dirigido a los familiares del adulto mayor, quienes 

tienen la obligación de cumplir.    

ü Mediante la propuesta planteada se pretende que se efectivicen los derechos 

constitucionales, tales como el derecho de alimentos y el derecho a vivir con 

dignidad, para las personas adultas mayores mediante la socialización de 

que pueden exigir el derecho de alimentos a sus familiares, siempre y cuando 

no puedan subsistir por sí mismos.   

ü El análisis jurídico propuesto, estuvo fundamentado en la normativa nacional 

así como también en la internacional, siendo la principal fuente o norma 

suprema la Constitución de la República del Ecuador, buscando que exista 

una aplicación del derecho de alimentos para los adultos mayores dirigido a 

sus familiares más ágil y eficiente. 

ü El Ministerio de Inclusión Económica y Social como organismo encargado de 

los grupos de atención prioritaria en donde se encuentran inmersos los 

adultos mayores, debe viabilizar el tema propuesto ya que es de suma 
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importancia que en el Ecuador se conozca como exigir este derecho por parte 

de los adultos mayores, siendo este el ente encargado para cumplir la misma. 

  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



67 

CONCLUSIONES GENERALES  

ü El derecho de alimentos para los adultos mayores, una temática de alta 

complejidad y de gran importancia, además de necesaria en todas las 

legislaciones, independientemente del desconocimiento que exista por parte 

de este grupo de atención prioritaria, la base de su aplicación es el cumplir 

con los derechos constitucionales para las personas adultas mayores que se 

encuentran en situación de vulnerabilidad, a las cuales se pretende evitar 

condiciones de vida degradantes.   

 

ü El Estado ecuatoriano es un Estado constitucional de derechos y justicia, es 

decir lo que busca es garantizar el cumplimiento de todos los derechos 

constitucionales y hacerlos efectivos. Al respecto nuestra constitución 

garantiza el vivir dignamente y el derecho a la alimentación para todas y todos 

los ecuatorianos, pero en el caso de las personas adultas mayores en 

algunos no se da cumplimiento, siendo necesaria una socialización acerca 

de sus derechos, como un avance legal y social, para que estas personas 

puedan exigir el cumplimiento de los mismos y así vivir dignamente. 

 

ü El derecho de alimentos que es un derecho y beneficio de las personas 

adultas mayores por parte de sus descendientes, está regulado y amparado 

por la Constitución de la República del Ecuador, artículo 13 que establece 

como uno de los derechos del buen vivir de las personas el acceso seguro y 

permanente a alimentos sanos, suficientes y nutritivos; además de reconocer 

y garantizar el derecho a una vida digna, que asegure la salud, alimentación 

y nutrición.  

 

ü La familia tiene el deber jurídico y moral de encargarse del cuidado integral 

de la persona adulta mayor, incluyendo el deber de suministrar vivienda y 

alimentos, además de generar condiciones de seguridad y exigir el 

cumplimiento de los derechos fundamentales para el adulto mayor que se 

encuentra a su cuidado. Es primordial que la familia que se encuentra al 

cuidado de las personas adultas mayores les brinden amor, cuidado y 

protección, ya que en la condición que se hallan lo necesitan.  
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ü Fue de suma importancia la información obtenida a través de las encuestas 

realizadas, ya que tanto profesionales del derecho como los mismos adultos 

mayores aportaron información y diversos criterios para viabilizar la 

elaboración del análisis jurídico del derecho de alimentos para las personas 

adultas mayores, siendo importante recalcar que la mayoría está de acuerdo 

con que se sociabilice los derechos de este grupo de atención prioritaria.    

 

ü El análisis jurídico sobre el derecho de alimentos para las personas adultas 

mayores permite que exista una correcta socialización y forma de informarse 

para las personas adultas mayores, siendo el principal  objetivo el garantizar 

el cumplimiento de los derechos constitucionales como es el derecho de 

alimentos.   
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RECOMENDACIONES  

ü El Estado Ecuatoriano, como deber primordial debe buscar el garantizar los 

derechos reconocidos en la Constitución de la República, en este caso para 

las personas adultas mayores, debiendo velar porque el proceso de 

exigibilidad del derecho de alimentos sea más ágil y eficaz ya que ellos tienen 

derecho a tener una vida digna, acorde a sus condiciones y necesidades.  

 

ü Es indispensable que en base a fundamentos jurídicos y doctrinarios se 

garantice el derecho de alimentos para las personas adultas mayores 

procediendo a vigilar que exista un proceso agil y eficaz en cuanto haya la 

exigibilidad de este derecho por parte de un beneficiario, evitando así que se 

vulneren derechos constitucionales.  

 
ü Concientizar y capacitar a los funcionarios públicos que participan el proceso 

de viabilizar la ejecución de este derecho constitucional de alimentos para las 

personas adultas mayores para que se pueda lograr un proceso más ágil y 

eficaz, por cuanto actualmente el trámite puede tardar mucho tiempo, 

vulnerando el derecho de alimentos que tienen las personas adultas mayores 

que forman parte de los grupos de atención prioritaria. 

 

ü La Ley del Anciano se encuentra constituida como un gran progreso, en 

cuanto a garantizar sus derechos, pero para esto es indispensable poder 

cristalizarlos y ejecutarlos en favor de estos, por lo tanto se debe contar con 

la intervención de buenos funcionarios públicos mismos que garanticen una 

adecuada atención y resolución ante los problemas que se presenten, en 

cuanto a los adultos mayores. 

 

ü Es de suma importancia también, como ya se ha planteado con el análisis 

jurídico, que el Estado ecuatoriano, inicie mecanismos de socialización y 

difusión de los derechos de las personas adultas mayores, poniendo énfasis 

den el derecho a la alimentación, ya que es primordial para el desarrollo de 

toda persona, con la finalidad de evitar que exista vulneraciones de sus 

derechos, y con esto exijan su cumplimiento a sus familiares.  



70 

ü Desarrollar estrategias dentro de los organismos encargados de llevar acabo 

el procedimiento de cuidado del adulto mayor con la finalidad de que permitan 

o sean los encargados de socializar los derechos constitucionales que 

poseen como el derecho de alimentos, para poder brindarle al adulto mayor 

una etapa final de vida digna y acorde a sus necesidades.  
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2. DESARROLLO  

ü Antecedentes de la investigación  

En la población el aumento de la esperanza de vida se sitúa por encima de los 

70 años en países que tienen un alto nivel de bienestar, esto gracias a los 

avances de la tecnología curativa así como también preventiva de varias 

enfermedades existentes, dando la posibilidad de llegar a la tercera edad y tener 

una vejez apropiada. No obstante estos avances se ven opacados si la calidad 

de vida que llevan estas personas no cumple ciertos principios, siendo no 

adecuada.  

Es por esto que en 1991 la Asamblea General de las Naciones Unidas adoptó 

una resolución que describe los principios de las Naciones Unidas a favor de las 

personas adultas mayores, encontrándose inmerso dentro del primer principio 

que es el de independencia, el tener acceso a la alimentación, esto con la 

finalidad de que los países afiliados los incorporen en sus programas nacionales 

de salud. El derecho a la alimentación se reconoció desde la Declaración 

Universal de Derechos Humanos de 1948 como parte del derecho a un nivel de 

vida adecuado, así también se consagro en el Pacto Internacional de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales de 1966.   

Existen elementos relacionados con el envejecimiento que se asocian con una 

malnutrición y preferentemente con una desnutrición. Entre ellos se destaca la 

mayor labilidad emocional en los viejos, así como también la ingesta exagerada. 

También se encuentra disminuida la sensación del gusto y del olfato, por lo que 

existe menor posibilidad de diferenciar sabores. Las papilas gustativas más 

afectadas son las de la parte anterior de la lengua, encargadas de diferenciar 

gustos dulces y salados. Por otra parte, los adultos mayores presentan una 

menor acidez gástrica, un retardo en el vaciamiento intestinal y una movilidad 

intestinal disminuida, además de las interferencias propias de la ingesta de 

diversos medicamentos a la vez. 



 
 

Ecuador fue uno de los primeros países de la región en desarrollar una Ley 

específica a favor de las personas de la tercera edad, la misma es: Ley Especial 

del Anciano No. 127 del 6 de noviembre de 1991, la cual es un instrumento 

jurídico que busca tutelar diversos aspectos que se refieren y tiene que ver con 

los adultos mayores. La Ley antes mencionada en su su artículo 2 dice:  

El objetivo fundamental de esta Ley es garantizar el derecho a un nivel de vida 

que asegure la salud corporal y psicológica, la alimentación, el vestido, la 

vivienda, la asistencia médica, la atención geriátrica y gerontológico integral y los 

servicios sociales necesarios para una existencia útil y decorosa. (anciano, 2006, 

pág. 3) 

Es decir corresponde al Estado garantizar una vida digna e integral en todos los 

aspectos para los adultos mayores, en Ecuador esta responsabilidad está a 

cargo del Ministerio de Bienestar Social, y esta Ley establece un sinnúmero de 

parámetros y políticas que deberán desarrollarse para tal efecto, actualmente 

llamada Ley Orgánica de Protección Prioritaria de los Derechos de las Personas 

Adultas Mayores reemplazando a la primera. Esto en concordancia con la 

Constitución de la República la cual es garantista de derechos enmarcados como 

primordiales dentro del sistema político y que se relacionan con la vida digna de 

cada persona, además establece que estos derechos son inembargables, 

inalienables e intransferibles siendo de aplicación inmediata.  

El gran problema para el cumplimiento de estos derechos, en cuanto a las 

personas adultas mayores, es que por su condición no pueden muchas veces 

exigir el cumplimiento de estos derechos, siendo de suma importancia el derecho 

a la alimentación y el mismo se ve afectado ya que por su edad disminuyen las 

plazas laborales quedando sin posibilidades de satisfacer sus necesidades 

básicas. 

El Doctor Juan Fernando Gómez en su libro Evaluación de la salud en los 

ancianos dice que:  



 
 

El Ecuador se muestra como un país en plena fase de transición demográfica, 

este fenómeno demuestra que los adultos y adultas mayores al 2010 representan 

el 7% de la población del Ecuador y al 2050 representara el 18 % de la población. 

El envejecimiento poblacional es uno de los fenómenos de mayor impacto de 

nuestra época, lo que ocasiona un aumento de personas de 65 y más años de 

edad y el aumento de los índices de enfermedades. El envejecer bien es ideal 

para todos, pero una vejez positiva solamente puede ser el resultado de una vida 

enmarcada en los parámetros que encierra el bienestar social. (Gómez, 2012, 

pág. 21) 

Uno de los parámetros para poder tener una vejez positiva, es conocer acerca 

de los derechos y servicios a los que una persona adulta mayor puede acceder 

y beneficiarse, siendo sumamente necesario socializar acerca de los mismos por 

cuanto por desconocimiento no se efectiviza el cumplimiento del derecho a la 

vida digna de este grupo de atención prioritaria.  

El Ministerio de Inclusión Económica y Social (MIES) en la Agenda de igualdad 

para Adultos Mayores 2012 – 2013 manifiesta acera del derecho a la vida digna 

de los adultos mayores lo siguiente:  “En su gran mayoría, las personas adultas 

mayores no conocen o tienen acceso limitado a programas del Estado, por lo 

que se promueve el desarrollo de nuevas estrategias para la atención de sus 

necesidades de salud, trabajo, cuidados, protección social y convivencia 

intergeneracional, entre otras.” (MIES, 2012-2013, pág. 11). El  desarrollo  y  la  

vida  del  ser  humano  se  desenvuelven  a  través  de  sucesivas  etapas  que  

tienen  características muy especiales. Cada una de ellas se funde gradualmente 

en la etapa siguiente. Las etapas  del  desarrollo  humano  corresponden  al  ciclo 

de  vida,  comprendido  desde  la  concepción  hasta  la  muerte.  

Revisado el repositorio digital de UNIANDES no existen trabajos de investigación 

que aborden este tema de trascendental importancia por cuánto realizaré un 

análisis jurídico acerca del derecho a la alimentación del adulto mayor en la 

legislación ecuatoriana.   

ü Situación problémica 



 
 

Actualmente la Constitución de la República del Ecuador incluye a las personas 

adultas mayores en los grupos de atención prioritaria, lo que trae consigo 

responsabilidades para que se dé cumplimiento a los derechos que estos tienen, 

mismos que son vulnerados por factores de desconocimiento principalmente, ya 

que no saben que pueden exigir alimentos a sus descendientes. Además la 

constitución es el principal cuerpo legal que rige sobre el Estado Ecuatoriano, 

manifestando en su primer artículo que: “El Ecuador al ser un Estado 

Constitucional de Derechos y Justicia, Social, Democrático, Soberano, 

Independiente, Unitario, Intercultural, Plurinacional y Laico.” (Constitución de la 

República del Ecuador, 2008, pág. 1), es decir se debe dar cumplimiento a todos 

los derechos, en este caso a los que tienen los adultos mayores, garantizando 

así una vida digna, en donde se asegure la alimentación y nutrición de este grupo 

de atención prioritaria. 

En el Código Civil se encuentra establecido que se deben alimentos congruos a 

los padres, pero no solamente los hijos están obligados a pasar alimentos a sus 

padres, entonces en el caso de que los adultos mayores no hayan tenido hijos 

pueden también exigir el derecho de alimentos a las personas que establece el 

artículo 349 del cuerpo legal mencionado anteriormente; así también en el 

Código de la Niñez y Adolescencia, en el Título V, del capítulo I en su artículo 4 

establece que los titulares del derecho de alimentos son:  “las personas de 

cualquier edad que padezcan de una discapacidad o sus circunstancias físicas 

o mentales les impida o dificulte procurarse los medios para subsistir por sí 

mismas…” (Código de la Niñez y Adolescencia, 2014, pág. 33), en este caso se 

encuentran inmersos los adultos mayores, pudiendo entonces exigir el derecho 

de alimentos, como mencionamos anteriormente no solo a sus hijos. 

Problema científico 

¿Cómo afecta el desconocimiento del adulto mayor, para exigir el derecho de 

alimentos en el Ecuador?  

ü Objeto de la investigación y campo de acción 



 
 

Objeto de Investigación  

Derecho de alimentos del adulto mayor 

Campo de acción 

Ley Orgánica de Protección Prioritaria de los Derechos de las Personas Adultas 

Mayores que garantiza el derecho de alimentos para el adulto mayor.  

ü Identificación de la línea de investigación  

La línea de investigación del presente trabajo es; Retos, Perspectivas y 

Perfeccionamiento de las Ciencias Jurídicas en Ecuador. “El ordenamiento 

jurídico ecuatoriano, Presupuestos históricos, teóricos, filosóficos y 

constitucionales.” 

ü Objetivo general  

Realizar un documento de análisis jurídico sobre la normativa legal vigente a 

favor del adulto mayor respecto al derecho de alimentación, para evitar que 

exista la vulneración de este derecho.   

ü Objetivos específicos 

 

ü Fundamentar jurídica y doctrinariamente sobre el abandono del adulto mayor 

y el derecho a la alimentación en base a la Constitución de la Republica, así 

como Tratados Internacionales y normativas conexas referentes a este 

derecho.   

 

ü Determinar como la falta de conocimiento por parte del adulto mayor para 

exigir el derecho de alimentos afecta a la vulneración del mismo  

 

ü Realizar un estudio jurídico sobre la aplicación de la normativa legal vigente 

que garantiza el derecho a la alimentación del adulto mayor. 

 



 
 

ü Idea a Defender 

Con la elaboración del documento de análisis jurídico se determinará cómo la 

falta de conocimiento por parte del adulto mayor acerca de exigir el derecho a la 

alimentación afecta el cumplimiento del mismo.  

ü Variables de la investigación  

Variable Independiente  

Análisis Jurídico  

Variable Dependiente 

Derecho constitucional que garantiza el derecho a la alimentación del adulto 

mayor.  

ü Metodología a emplear, Métodos Técnicas e Instrumentos. 

Métodos 

Método histórico lógico.- Este método contribuirá a identificar los antecedentes 

de la investigación a realizarse, por lo tanto ayudara a conocer los diversos 

problemas que ocasiona el desconocimiento que tienen los adultos mayores 

acerca de exigir el cumplimiento del derecho de alimentos o fenómenos que no 

se presentan de manera fortuita, sino que, es el resultado de un largo proceso 

que da lugar a su existencia. Por lo que este método contribuirá a identificar la 

manera de cómo ha ido evolucionando las normativas que respaldan a los 

adultos mayores y cuáles han sido los frutos que se han logrado con el transcurrir 

del tiempo al ir implementando términos favorables para que se garanticen los 

derechos que tienen  y observar si han existido cambios importantes en su 

aplicación. 

Método Inductivo-Deductivo.- Estos métodos serán utilizados para establecer de 

manera concreta el problema actual de la investigación, como es el 



 
 

desconocimiento que tienen los adultos mayores acerca de exigir el 

cumplimiento del derecho de alimentos; como también, permitirá identificar datos 

generales aceptados como válidos, para llegar a una conclusión sobre el 

incumplimiento del derecho de alimentos que tienen los adultos mayores.  

Analítico – Sintético.- Este método implica el análisis del incumplimiento del 

derecho de alimentos que tienen los adultos mayores que consistirá en la 

desmembración de un todo, descomponiéndolo en sus partes o elementos para 

observar las causas, la naturaleza y los efectos permitiendo conocer más del 

objeto de estudio, con lo cual se puede: explicar, hacer analogías, comprender 

mejor su comportamiento y establecer nuevas teorías. A su vez, este método 

nos permitirá de una u otra manera conocer las causas y consecuencias de la 

vulneración del derecho de alimentos a los adultos mayores.  

Técnicas e instrumentos 

La Observación.- Se aplicará la observación directa, mediante la lectura, en un 

conjunto de bibliografía previamente seleccionado con el fin de analizar, la 

esencia misma del derecho de alimentos, ayudara a evaluar el desarrollo del 

problema, a percibir las habilidades conceptuales, procedimentales de la 

investigación, con el propósito de brindar y realimentar las causas del 

desconocimiento por parte de los adultos mayores de exigir el derecho de 

alimentos.   

La encuesta.- Servirá para dar respuestas a problemas tanto en términos 

descriptivos como de relación de las variables y está dirigida a la población en 

general.  

Entrevista.- Este instrumento consistirá en recoger la información a través de un 

proceso de comunicación abierta a una muestra de profesionales del derecho 

que desempeñan funciones públicas, con lo cual se podrá conocer su criterio 

jurídico, sobre si creen que se cumple o no el derecho de alimentos para los 

adultos mayores. 



 
 

Instrumentos 

¶ Ficha de observación  

¶ Guía de encuesta   

¶ Guía de entrevista  

 

ü Esquema de contenidos 

Derechos fundamentales del adulto mayor 

Antecedentes del derecho de alimentos del adulto mayor  

Definición de Adulto mayor 

Sanciones ante el abandono del adulto mayor 

Norma legales en relación con la protección del adulto mayor 

El derecho de alimentos del adulto mayor 

Definición del derecho a la alimentación  

Obligaciones del Estado en cuanto el derecho a la alimentación 

Soberanía alimentaria  

Participación social para la soberanía alimentaria  

Normativa Jurídica Ecuatoriana   

Constitución de la República del Ecuador  

Código de la Niñez y Adolescencia  

Código Civil Ecuatoriano 

Ley Orgánica de Protección Prioritaria de los Derechos de las Personas Adultas 

Mayores 

Derecho Comparado acerca del  derecho  a la alimentación del adulto 

mayor 

Legislación Argentina 

Legislación Brasileña 

Legislación Chilena 

Legislación Colombiana 

ü Aporte teórico, significación práctica, y novedad científica. 

 

 



 
 

El aporte teórico 

La presente investigación se desarrollara de manera que se pueda determinar la 

aplicación eficaz del derecho de alimentos para con los adultos mayores, 

acogiéndose en las normas que regulan este derecho regulado por la ley del 

anciano, para así poder evitar la vulneración de este derecho, también servirá 

como fuente de información para aquellas personas que desconozcan acerca de 

este problema de gran importancia y puedan acceder a que se les garantice el 

cumplimiento de este derecho. 

La significación práctica 

Al realizar el análisis jurídico se lograra establecer que al no existir una normativa 

legal a favor del adulto mayor se está vulnerando el derecho a la alimentación, 

siendo este universal y se encuentra incluido en la Constitución de la Republica 

actual, y que específicamente al adulto mayor no se le está dando cumplimiento, 

el cual por su edad sufre cambios significativos como problemas físicos, 

psicológicos, sociales, emocionales y de salud entre otros siendo fundamental 

implementar programas especiales de nutrición, razón por la cual es de gran 

importancia ya que aporta criterios que servirán para que no exista la vulneración 

de este derecho.  

Novedad científica  

La propuesta del presente trabajo de investigación plantea como novedad 

científica un análisis jurídico en el cual se busca crear una forma de presión ante 

la generación de una normativa legal en la cual el Estado cree políticas 

legislativas e institucionales eficientes, ya que es un asunto complejo que debe 

tratarse con suma profundidad e importancia para así, asegurar la no vulneración 

de este derecho a la alimentación para los adultos mayores. 
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Anexo N. 2 Formato de encuesta aplicada a profesionales de derecho y a 

personas adultas mayores del Centro de Adultos mayores “Caranqui” y 

Profesionales del Derecho de la ciudad de Ibarra.  

UNIVERSIDAD REGIONAL AUTÓNOMA DE LOS ANDES 

“UNIANDES” 

 

OBJETIVO.-  Diagnosticar sobre el derecho de alimentos que tienen los adultos 

mayores y el grado de satisfacción que tienen dichas personas respecto de este 

derecho. 

Estimado ciudadano: 

 Marque con una X la respuesta que considere correcta.  

1. ¿Cree usted que existe discriminación en contra de las personas de la 

tercera edad o adultos mayores? 

SI (…)               

NO (…)   

2. ¿Cree que los adultos mayores pertenecen a un grupo de atención 

prioritaria y especializada? 

 

SI (…)              

NO (…)   

 



 
 

 

3. ¿Piensa usted que es un derecho fundamental brindar una atención y 

protección especializada a las personas adultas mayores?  

 

SI (…)              

NO (…)   

 

4. ¿Conoce usted si los adultos mayores tienen el derecho legal de recibir 

una pensión alimenticia por parte de sus hijos? 

SI (…)    

NO (…) 

5. ¿Cree que los adultos mayores no exigen su derecho de alimentos por 

desconocimiento de la ley?  

SI (…)     

NO (…)  

6. ¿Sabe acerca de la obligación legal que los hijos y familiares tienen de 

cuidar de los adultos mayores? 

SI (…)     

NO (…)  

 

7. ¿Considera que los funcionarios públicos y operadores de justicia 

deben brindar las facilidades necesarias para que haya una ágil 

tramitación en procesos de pensiones alimenticias planteados por 

adultos mayores? 

SI (…)     



 
 

NO (…)  

8. ¿Le parece necesario que el Estado promueva más la protección del 

adulto mayor en lo referente a su alimentación y subsistencia? 

SI (…) 

NO (…) 

9. ¿Considera que los adultos mayores deben conocer acerca de su 

derecho de alimentos, así como a quienes están obligados a brindarlo? 

SI (…)              

NO (…)   

10.  ¿Cree usted necesaria la realización de un análisis jurídico sobre la 

normativa legal vigente a favor del adulto mayor respecto al derecho de 

alimentos para evitar su vulneración? 

SI (…) 

NO (…) 

 

 

GRACIAS POR SU COLABORACIÓN 

 

 

 



 
 

Anexo N 3 Guía de entrevista 

Objetivo.- Obtener criterios de profesionales que desarrollan sus actividades en 

el centro de atención y cuidado de adultos mayores “Caranqui”, en cuanto a 

elementos que permitan conocer las causas del desconocimiento que tienen los 

adultos mayores respecto a exigir el derecho de alimentos.  

Tipo de entrevista: no estandarizada 

Lugar: Centro de Adultos Mayores “Caranqui” 

Fecha: 16 al 17 de noviembre  del 2018 

Hora: 10:00 

Temáticas a tratar: 

- Derechos fundamentales de los adultos mayores como grupo de atención 

prioritaria. 

- ¿Qué es el derecho de alimentos? 

- ¿Cree que existe desconocimiento por parte de los adultos mayores para 

exigir el derecho de alimentos?  

- ¿Las leyes que existen actualmente en el Ecuador y que regulan lo 

referente al adulto mayor, son las adecuadas? 

- ¿Se debería capacitar a los adultos mayores para hacerles conocer sus 

derechos? 


